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JUIGIO DE NULIDAD.

EXPEDIENTE: TJA/4aSERA/JRNF-
03012020.

ACTORA:  

AUTORIDAD RESPONSABLE: "2.-

Dirección General de

Responsabilidades y Sanciones
Administrativas de la Secretaría de la
Contraloría;
6.- Dirección General del lnstituto de la
Educación Básica del Estado de

Morelos; y

7.- Dirección Jurídica del lnstituto de la

Educación Básica del Estado de

Morelos."(sic).

MAGISTRADO PONENTE: MANUEL
GARCÍA QUINTANAR.

Cuernavaca, Morelos; a siete de diciembre de dos mil

veintidós

SENTENCIA definitiva, dictada en el juicio de nuliclad
identificado con el número de expediente TJA/4aSERA/JRNF-
030/2020, promovido por 

E en contra del Dirección General de
Respons abilidades y Sancio nes Administrativas de Ia Secretaría
de la Contraloría; 6.- Dirección General del lnstituto de Ia
Educación Básica del Estado de Morelos; y 7.- Direccion Jurídica
del lnstituto de la Educación Básica del Estado de Morelos."(sic).
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Actos inrpugmados
en h dçÉan@
inicial

.A).- Lo constituye la
/VEG/ TIVA F I CTA recaída
a in,ipetición de Extinción e
I'n'ejecución de /as
sanciones impuestas por
ffiÞresión det Tipo

en et
expediente número

 relacionado con
Procedimiento de

radicado
affiþ la autoridad:¡ffindada Dirección.,@nøral de
.ftqppnsaöiffia:des y
,fiq{æion es Ad m i n i etrativ a s
de la Secretaría de ta
Ctntralorla del poder

)fiùiiiitivo det Gobierno del
'. &fado de Moreto,s, que se

configuró par la falta de
ßqHnesfa en el término
seña/ado por la Ley, asi
como el resfo de /as
autoridadqs identificadas
con los números 1, S, 4 y
5;

.B).-Lø con#i&gø. ta
AFGá'ffyr* FrcT\A reoaída
r,þ:; ; {'fi, ;gdfifd{dd,' de
inejætaittt de , ks
Eanc*nne&,,ltffiçhs - por
&äffiûóm'. ,def , Tipo

, *ffinhffirc, isa el
',,@fie#mún ,.,\ßfutêrø

  
 ipgdrnrc de

Reaponaúilidad
Administrdiva radicado
ante la autoridad
demandada Dirección
General de
Responsa bilidades y
Sancio nes Ad m i n i strativa s
de la Secretaría de la
Contraloría, qrJe se
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DEL ESTADO DE MORELOS

Acto impugnado en

Ia ampliación de
demanda

TJA/4AS E RA/J RN F.O30/2020

configuró por la falta de
respuesfa en el término
legal, por parte de Ia

Dirección General del
lnstituto de la Educación
Básica del Estado de
Morelos, así como el resto
de /as autoridades
identificadas con /os
números1,3,4y5;

C).-Lo constituye la
NEGATIVA FICTA recaída
a mi solicitud de
inejecución de /as
sanciones impuestas por
Supresión del Tipo
Administrativo en el
expediente numero

  
im de

Responsabilidad
Administrativa radicado
ante la autoridad
demandada DirecciÓn
General de
Responsabilidades Y
S ancio ne s Ad m i ni strativ a s
de Ia Secretaría de la
Cantraloría, que se
configuró por la falta de
respuesfa en el término
legal, par parte de la
Direccion General del
lnstituto de Ia EducaciÓn
Básica del Estado de
Morelos, y la otra Unidad
Jurídica del lnstituto de Ia
Educación Básica del
Estado de Morelos, hoy
Di reccio n J u rí dica.' ( S I C)

a) Cedula de
emplazamiento del
acuerdo de radicación del
Procedimiento de
Responsabilidad
Administrativa número
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, radicado en la
Dirección General de
Responsabilidades y
Sa n cio ne s Ad m i n i strativa s
de la Secretaria de la
Contraloría del pader
Ejecutivo del Gobierno del
Estado de Morelas,
diligencia de fecha
veintiuno de junio de dos
mil dieciséis, realizada por
la Notificadora 

  (obra
a fojas con folios números

3 y 4), y
Razón de Emplazamiento
(obra a foja çon fotio
n(tmero .

B) Lo constituye et
acuerdo de fecha ocho
(08) de Jutio de dos mit
diecinueve (201 g), dictadapor la autoridad
demandada Direccian
General de
Responsabilidades y
Sa n cio ne s Ad m i n i strativa s
de la Secretaria de Ia
Contraloría det poder
Ejecutivo del Gobierno del
Estada de Morelas, en el
expediente número

 del procedimiento
d Respons abilidad
Admi n istrativa, q ue recayo
a mi escrito presentado et
día cuatro (04) de Jutio de
das mil diecinueve (2019),
por el que solicité ta
Extinción e lnejecuciön de
/as sanciones impuestas
por Supresiön deit Tipo
Administrativo en ese
Procedimiento."

Çonstitución Política del Estado
Libre y Soberano de Morelos.

4
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DEL ESTADO DE MORELOS

Autoridades
responsaö/es
demandadas

Tribunal u organo Tribunal
jurisdiccional Administrativa

Morelos.

TJA/ AS E RA/J RN F-O30/2020

Ley de Justicia Administrativa
del Estado de Morelos.

Ley Orgánica del Tribunal de
Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.

o Ernestina Rosalina Sandoval
Ponce.

*2.- Dirección General de

o Responsabilidades y Sanciones
Administrativas de la Secretaría
de Ia Contraloría;
6.- Direccion General del
lnstituto de la Educación Básica
del Estado de Morelos; y
7.- Direccion Jurídica del
lnstituto de Ia Educación Básica
del Estado de Morelos."(sic)

Ley de Ia materia

Ley Orgánica

Actora
demandante
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del

Justicia
Estado de

ANTECEDENTES

PRIMERO. Por escrito recibido el diecisiete de
septiembre de dos mil veintel, la ciudadana 

, compareció ante este
Tribunal a demandar del "2.- DirecciÓn General de
Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la

Secretaría de la Contraloría; 6.- Dirección General del
lnstituto de la Ëducaeión Básica del Estado de Morelos; y;

7.- Dirección Jurídica del lnstituto de la Educación Básica
del Estado de Moielos."(sic):

"A).- Lo constîtuye la NEGATIVA FICTA recaída a

mi petición de Extinción e lneiecución de las
sanciones impuesfas par Supresión del Tipo
Administrafivo en el expediente número 
relacionado con el Procedimiento de
Responsabilidad Administrativa radicado ante la

5
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autoridad demandada Dirección General de
Responsab ilídades y Sanciones Administrativas de
la Secretaría de la Contratoría det poder Ejecutiva
del Gobierno del Estado de Morelas, que se
configuró por la falta de respuesfa en el término
señalado por la Ley, así como e! resto de las
autaridades identificadas con los números 1, 3, 4 y
Ã.

B).-Lo canstituye la NEGATTVA FICTA recaída a mi
solicitud de inejecucÌón de las sanciones mpuesfaspar Supresión del Tipo Administrativo en el
expediente número 6, relativo al
Procedimiento de Responsaó itidad Administrativa
radicado ante ra autoridad demandada Dirección
General de Responsaô ilidades y Sanciones
Administrativas de Ia secretaría de ia contraroría,
que se configuró por la falta de respuesfa en el
términa legal, por pafte de Ia Dirección General del
lnstituto de la Educación Básica det Estada de
Morelas, así como el resto de /as autoridades
identificadas con los números 1,3, 4 y 5;

C).-Lo constituye la NEGATIVA FTCTA recaída a mi
soricitud de inejecución de !assancr'ones impuestaspor Supresión del Tipo Administrativo en et
expediente número 6, respecto al
Procedimiento de Responsaöitidad Administrativa
radicado ante ra autoridad demandada Dirección
General de ResponsaÖ itidades y Sanciones
Administrativas de ra secretaría de ia contraroría,
que se configuró por la falta de respaesfa en el
término legal, por pafte de la Dirección General det
lnstituto de la Educación Básica del Estado de
Moreros, y Ia otra unidad Jurídica det rnstituto de ra
Educación Básica del Estado de Morelos, hoy
D i reccion J u rídica." (S t C)

Para ello, relató los hechos, expresó las razones por las
que impugna el acto, ofreció los medios de prueba que fueron
agregados al expediente que hoy se resuelve, y, solicitó la
suspensión del acto impugnado.

SEGUNDo. una vez subsanada ra prevencién, mediante
auto de nueve de octubre de dos mil veinte2, admitió a trámíte
la demanda, ordenándose con las copias del escrito inicial de
demanda y sus anexos, rearizar er ernprazamÍento y correr
traslado a las autoridades demandadas, para que dentro del
plazo de diez días formularan su contestación, con el
apercibimiento de ley.

6
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Asimismo, por cuanto a la suspensiÓn del acto, el

Magistrado instructor se reservÓ acordar lo conducente hasta en

tanto las autoridades demandadas dieran contestaciÓn a la

demanda.

TERCERO. En diversos acuerdos de fecha cinco de

noviembre del dos mil veinte3, respectivamente, se tuvo por

presentadas a las autoridades demandadas dando contestación

en tiempo y forma, en consecuencia, se ordenÓ dar vista con la

misma al demandante, para que dentro el plazo de tres días

manifestara lo que a su derecho correspondiera, apercibido que

de no hacerlo se tendría por perdido su derecho para hacerlo con

posterioridad.

Asimismo, se hizo saber a la actora que contaba con un

plazo de QUINCE DíAS HÁBILES para ampliar la demanda.

CUARTO. Por diverso auto del cinco de noviembre de

dos mil veintea, se tuvo por presentado al Director General de

Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la Secretaría

de la Contraloría del Estado de Morelos, exhibiendo copia

certificada del expediente de responsabilidad administrativa

número , instruido en contra de  
 por lo que se ordenó dar vista a las partes para

que en el plazo de tres días hábiles, manifestaran lo que a su

derecho correspondiera, con el apercibimiento de ley.

QUINTO. Mediante diversos autos del once de diciembre

de dos mil veintes, se tuvo por presentados al Director General

de Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la

Secretaría de la Contraloría del Gobierno del Estado de Morelos,

autoridad demandada, y a   ,

desahogando diversas vistas ordenadas mediante autos del

cinco de noviembre de dos mil veinte.

SEXTO. Derivado del acta entrega recepción de fecha

dieciséis de noviembre del dos milveintiuno, en la que el servidor

público  , oficial Judicial "4", realizó entrega

de los bienes inmuebles, documentaciÓn e información a su

cargo, quien tenía asignada la elaboraciÓn de los proyectos de

3 Fojas 248-250, 425-42'1, y 444-445
a Fojas 894-895.
s Fojas 906-907;y 912.

ñ

R
È\
N

ñ
\
R\\
N
.\r

N

\
.\
\
N
d\

\

7



acuerdo y trámite de las promociones pendientes a los
expedientes con número par, en auto de diez de febrero de dos
mil veintidós', se admitió la ampliación de la demanda en
contra de los siguientes actos:

a) Cedula de emplazamiento del acuerdo de
radicación del procedimiento de ResponsaÞ itidad
Administrativa n(tmero 6, radicado en ta
Dirección General de Responsaó itidades y
Sanciones Administrativas de la Secretaria de ta
Contraloría del poder Ejecutivo del Gobierno del
Esfado de Morelos, diligencia de fecha veintiuno dejunio de dos mil dieciséis, realizada por la
Notificadara    (obra a
fajas con fatios números   ), y Razón
de Emplazamiento (obra a foja con folio número

B). Lo constituye el acuerdo de fecha ocho (0g) de
Julio de dos mil diecinueve (2019), dictado por la
autoridad demandada Dirección General de
Responsaôilidades y Sanciones Administrativas de
la Secretaria de la Contratoría del pode¡ Elecutivo
del Gobierno det Estado de Morelos, en et
expediente número  det procedimiento de
Responsaô itidad A:dministrativa, que recayó a mi
escrito presentado el día cuatro (04) de Julio de dos
mil diecinueve (201'g), por elque soticité ta Ertinoión
e lnejecución de las sanciones impuestas por
Supresion det Tipo Administrativo en ese
Procedimiento." (StC)

Y la siguiente autoridad demandada

"Director Generar de Responsabitidades y sanciones
Administrativas de ra secretaría de ra contraroría,,
(Sic)

En consecuenc¡a, se ordenó, corì ras copias der escrito de
ampliación demanda y sus anexos, realizar el emplazamiento y
correr traslado a la autoridad demandada y tercero interesado,
para que dentro del plazo de diez días produjeran contestación,
con el apercibimiento de ley.

8
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SEPTIMO. Por auto de nueve de febrero de dos mil
veintidós7, sê concedió la suspensión provisional a efecto de
que las autoridades demandadas se abstuvieran de materializar
las sanciones impuestas en el expediente administrativo

, en contra de  .

OCTAVO. En auto de siete de marzo, y dieciocho de
marzo de dos mil veintldós8, se tuvo por presentadas a las

autoridades demandadas, Director General de

Responsabilidades de la Secretaría de la Contraloría del Estado
de Morelos, Director General del lnstituto de la Educación Básica
del Estado de Morelos, y Dirección Jurídica del lnstituto de la
Educación Básica del Estado de Morelos, informando respecto

de Ia suspensión provisional concedida, por lo que se ordenó dar

vista a la parte demandante para que en el plazo de tres días

hábiles, manifestará lo que a su derecho correspondiera, con el

apercibimiento de ley.

NOVENO. Por auto de dieciocho de marzo de dos mil
veintidóse, se tuvo por presentado al Director General de

Responsabilidades de la Secretaría de la Contraloría del

Estado de Morelos, dando contestando la ampliación de la
demanda, en consecuencia, se ordenó dar vista al demandante,

para que en el plazo de tres días manifestara lo que a su derecho

correspondiera, apercibido que de no hacerlo se tendría por

perdido su derecho.

OÉClwlO. En auto de cinco de abril de dos mil

veintidós1o, se hizo constar que la parte demandante, no

desahogó las vistas ordenadas mediante autos de siete y
dieciocho de marzo de dos mil veintidÓs, en consecuencia, se

ordenó abrir eljuicio a prueba por el término de cinco dÍas común

para las partes.

OÉClwlO PRIMERO. Previa certificación del plazo, en

acuerdo de trece de mayo de dos mil veintidós11, se

proveyeron las pruebas ofrecidas por las partes.

7 Fojas 950-953.
8 Fojas 9'73-97 4; 1000-1001
e Fojas 1010-1011.
10 Fojas 1016-1017.
rlFojas 1110-1115.
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oÉcln¡o SEGUNDO. La audiencia de pruebas y alegatos
tuvo lugar el día veintiuno de junio de dos mil veintidós12; se
hizo constar la incomparecencia de las partes, ni de persona
alguna que las representara, a pesar de encontrarse
debidamente notificadas; que no había pruebas pendientes de
recepción y que las do-cumentales se desahogaban por su propia
naturaleza; pasando a la etapa de alegatos, y derivado de que
ninguna de las partes presentó alegatos, se declaró precluido el
derecho de ellas para ofrecerros; al conctuir, se declaró cerrada
la instrucción, y se citó a las partes para oír sentencia, misma que
hoy se pronuncia en base a los siguientes:

RAZONES Y FUNDAMENTOS

I. COMPETENCIA.

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el
presente asunto, en virtud de que se promueve en contra de
actos de autoridades del Gobierno del Estado de Morelos.

Lo anterior, con fundamento en los artÍculos 10g Bis de la
constitución Local; 1, 3, 7, 95, g6 y gg de la Ley de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos publicada el diçcinueve de
iulio de dos mil diecisiete; 1,3 fracción lx,4 fracción lll, 16, 1g
inciso B) fracción ll, inciso a) y la disposición transitoria segunda
de la Ley orgánica del rribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, pubricada el día diecinueve de julio del dos
mil diecisiete en el periódico oficial ,,Tierra y Libertad,, numero
5514 de conformidad con los preceptos anteriormente
señalados, este Tribunal está dotado de plena jurisdicción,
autonomía e imperio suficiente para hacer cumplir sus
determinaciones.

II. EXISTENCIA DEL ACTO.

Por razón de método en er Juicio de Nuridad, en primer
lugar se debe analizar y resolver respecto a la existencia o
inexistencia del acto impugnado, pues de no existir el acto que
se impugna, por razones de lógica, resultaría ocioso ocuparse de
cualquier causa de improcedencia, u ocuparse del estudio de

12 Fojas 1128-1129
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fondo de la controversia planteada, es decir, que para el estudio

de las causales de improcedencia, o de fondo, en primer lugar se

debe de tener la certeza de que son ciertos los actos

impugnados.

En ese sentido' la existencia jurídica de los actos

impugnados tanto en la demanda como en su ampliación, quedó

acreditada con los siguientes documentos:

1. Acuse del escrito de fecha dos de julio de dos mil

diecinuevel3, suscrito por la demandante
, dirigido al Profesor 

 Director General del lnstituto de Ia Educación

Básica del Estado de Morelos; con sello de recibido de fecha

cuatro de julio de dos mil diecinueve, de la Dirección General del

lnstituto de Educación Básica del Estado de Morelos. Mediante

el cual se solicitó:

*9o.- En términos de /os artículos 51, 52 y 53 de la

vigente Ley de Responsabilidades Administrativas

para el Estado de Morelos, publicada en el PeriÓdico

Oficiat "Tierra y Libeñad" nÚmero 5514 de fecha

diecinueve de iulio de dos mil diecisiete, y los

correlativos artículos del 51 al 64 de la Ley General

de Respo-n sabilidades Administrativas, y toda vez de

que No .ExÍstió . Tranglacíón del Tipo
Adminis:tratlvo contemplado en /as derogadas

Fiacciones I y Xlll del A¡tículo 27 de la Ley Estatal

de Responsabilidades de los Servrdores Públicos

(abrogada), de conformidad con el à¡fículo 14 de la

Constitución Política de /os Estados Unidos

Mexicanos, tenga a bien declarar su ineiecuciÓn de

las sanciones dictadas en la resolución de fecha tres

de abrit de dos mil diecisiete, en el Procedimiento

Administrativo número 26/201 6." (Sic)

2. Acuse del escrito de fecha dos de julio de dos mil

diecinuevela, suscrito por la demandante 
 , dirigido al licenciado 

  , Director General de

Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la Secretaría

de la Contraloría; con sello de recibido de fecha cuatro de julio

t3 Fojas 19-30.
1a Fojas 3l-42.
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de dos mil veintidós, de la Dirección General de
Responsabilidades y sanciones Administrativas de la secretaría
de la contraloría; y del cinco de julio de dos mil diecinueve, de la
Dirección General y unidad Jurídica del lnstituto de Educación
Básica del Estado de Moreros. Mediante el cual se solicitó:

'9o.- En términos de /os artículos 51,52 y 53 de ta
vigente Ley de Responsaóilidades Administrativas
para el Estado de Morelos, publicada en et periodico
Oficial "Tierra y Libertad', n(lmero 5514 de fecha
diecinueve de julio de dos míl diecisiete, y los
correlativos arfículos del 51 at 64 de ta Ley General
de Respon sabilidades Administrativas, y toda vez de
que

do en /as derogadas
Fracciones I y Xlll del Arlículo 27 de la Ley Estatal
de Responsabilidades de tos Seryrdores púbticos
(abrogada), de confarmidad con el arlículo 14 de ta
Constitución Potítica de /os Esfados Unidos
Mexicanos, tenga a bien declarar su inejecucion de
las sanciones dictadas en la resolución de fecha tres
de abril de dos mil diecisiete, en el procedimiento

Adm i n istrativo n úme ro 26/2CI 1 6.,, (Sic)

3. Acuse del escrito de fecha dos de julio de dos mil
diecinuevels, suscrito por la demandante 

  , dir-igido al Doctor en Derecho
  , Titutar de la unidad Jurídica

del lnstituto de la Educacrón Básica del estado de Morelos; con
sello de recibido de fecha cuatro de julio de dos mil diecinueve,
de la unidad Jurídica del lnstituto de Educación Básica del
Estado de Morelos. Mediante el cual se solicitó:

'9".- En términos de /os artículos 51, 52 y 53 de Ia
vigente Ley de Responsaó ilidades Administrativas
para el Estado de Marelos, pubtícada en el periódico
Oficial "Tiena y Liber-tad,' número 5514 de fecha
diecinueve de jutio de dos mit diecisiete, y los
correlativas artículos del 51 at 64 de la Ley General
de Respon sabilidades Administrativas, y toda vez de
que No Existió del
Administrativo contemplado
Fracciones I y Xltt del Añículo

en /as derogadas
27 de la Ley Estatat

r5 Fojas 43-54.
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de Respon sabilidades de /os Servrdores Publicos
(abrogada), de conformidad can el artículo 14 de la

Constitución Política de /os Fsfados Unidos

Mexicanos, tenga a bien declarar su ineiecución de

las sanciones dicfadas en la resolución de fecha tres

de abritde dos mit diecisiete, en el Procedimiento

Administrativo n (tmero 26/201 6." (Sic)

4. Copia certificada del acuerdo de fecha ocho de julio de

dos mil diecinuevel6, dictado por la autoridad demandada

DIRECTOR GENERAL DE RESPONSABILIDADES Y

SANCIONES ADMINISTRATIVAS DE LA SECRETARíR NT N
CONTRALORíA DEL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO

DEL ESTADO DE MORELOS, dentro del expediente de

responsabilidad administrativa , con motivo de la

solicitud de la demandante, relatada en los numerales

precedentes, denegándola, sustancialmente, por las siguientes

razones:

a) La resolución definitiva dictada en el

procedimiento , que se instruyó en contra de

la ahora actora, de fecha tres de abril de dos mil

diecisiete, fue declarada ejecutoriada en el acuerdo

del veintiuno de julio de dos mil diecisiete;

b) El procedimiento de responsabilidad

administrativa fue tramitado, desahogado y resuelto

con la Ley Estatal de Responsabilidades

Administrativas de Estado de Morelos, antes de que

entrara en vigor la Ley de Responsabilidades

Administrativas para el Estado de Morelos, por lo
que fue imposible jurídicamente la aplicación de

esta; y,

c) No es posible aplicar la legislaciÓn vigente al

servidor público responsable, puesto que el

procedimiento se encuentra en etapa de ejecución

de sentencia.

Documentales a lás que se les otorga pleno valor

probatorio, dado su carácter público, pues las tres primeras
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contienen la petición formulada por la demandante, en la que
aparece claramente sello fechador original de la dependencia y
la constancia de recepción con firma original del servidor público
respectivo, y la cuarta se trata de una resolución emitida por
autoridad en ejercicio de su cargo público; de conformidad con lo
establecido en los artículos 391, 490 y 4g1 del código procesal
civil para el Estado Libre y soberano de Morelos, de aplicación
complementarÍa a la ley de la materia.

lll. GAUSALES DE tMpRocEDENCtA. De conformidad
con el último párrafo del artículo 37 de la Ley de la materia, este
Tribunal debe abordar el estudio de oficio de las causas de
improcedencia, sin embargo, en el caso del acto impugnado en
la demanda inicial consistente en la negativa ficta este órgano
jurisdiccional no puede atender cuestiones procesales para
desechar el medio de defensa, sino que debe examinar los temas
de fondo sobre los que versa la resolución negativa ficta para
declarar su validez o invalidez.

sirve de apoyo al anterior razonamiento lo sustentado por
la segunda sala de Ia suprema corte de Justicia de la Nación
en la tesis de jurisprudencia número 2.1J. 16s/2006, visible en la
página 202 del semanario Judícial de la Federación y su Gaceta,
correspondiente a la Novena Época de rubro y texto siguientes

-NEGATIVA FICTA, EL TRIBUNAL FEDERAL DE
JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA NAPUEDE APOYARSE EN CAUSAS DE
IMPROCEDENCIA PARA RESO¿YER LA.17

En virtud de que ra ritis propuesta atrribunar Federat
de Justicia Fiscar y Administrativa con motivo de Ia
interposición det medio de defensa contra !a negativa
ficta a que se refiere et a¡fícuto 37 det codigo F¡scar
de la Federación, se centra en el tema áe fondo
rerativo a ra pgtición der parlicurar y a su denegacion
tácita por parte de la autoridad, ie concluye que a!
resarver, er mencionado Tribunar no puede'atender a
cuesfiones procesares para desechar ese medio de
defensa, sino que debe examinar ros temas de fondo
sobre ros que versa ra negativa ficta para decrarar su
validez a invalidez.',

IV. FIJACIÓN CLARA Y PRECISA DEL PUNTO
coNTRovERTlDo. En términos de lo previsto en la fracción I

'7IUS Registro No. 173738

1^
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del artículo 86 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos, se procede a fijar de manera clara y precisa el punto

controvertido.

La controversia a dilucidar en el presente juicio, se centra

en determinar lo siguiente:

a) La legalidad o ilegalidad de la negativa ficta reclamada

a la autoridad demandada, respecto del escrito presentado por la

demandante ante la DIRECCIÓN GENERAL DE

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

DE LA SECRETARíA DE LA CONTRALORíA DEL PODER

EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS,

con fecha cuatro de julio de dos mil diecinueve, mediante el cual

solicitó la inejecución de las sanciones dictadas en la resolución

de fecha tres de abril de dos mil diecisiete, en el procedimiento

de responsabilidad administrativa número 

b) La legalidad o ilegalidad del acuerdo de fecha ocho de

julio de dos mil diecinuevels, dictado por la autoridad demandada

DIRECTOR GENERAL DE RESPONSABILIDADES Y

SANCIONES ADMINISTRAT¡VAS DE LA SECRETARíA DE LA

CONTRALORíA DEL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO

DEL ESTADO DE MORELOS, dentro del expediente de

responsabilidad administrativa 

V. RAZONES DE IMPUGNACIÓN. Las razones por las

que Se impugna el acto o resolución, se encuentran visibles de la

foja ocho a la once, y de la novecientos veintidós a la novecientos

treinta y seis, del sumario en cuestiÓn, mismas que Se tienen aquí

como íntegramente reproducidas en obvio de repeticiones

innecesarias, pues el hecho de omitir su transcripción en el

presente fallo, no significa que éste Tribunal en Pleno, esté

imposibilitado para el estudio de las mismas, cuestiÓn que no

implica violacién a precepto alguno de la ley de la materia,

esencialmente, cuando el principio de exhaustividad se satisface

con el estudio de cada una de las razones de impugnaciÓn

esgrimidas por el actor.

Al efecto es aplicable el criterio jurisprudencial con el

ñ.\
N,
È\
ñ
s
\
ñ
N

N.\
s
\
IN

\
t\\ñ'
\

18 Fojas 840-841

15



rubro siguiente:

CONCEPTOS DE VIOLACION O AGRAVIOS.
PARA CUMPLIR CON TOS PRINCIPIOS DE
CONGRIJENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN ¿AS
SE,VTE,VCIAS DE AMPAR) Es,,vA,EcEsÁR,A sU
i-RÁ^/scR/PctoN.1e

De /os preceptos integrantes del capítulo X ',De las
senfenclas', del títula primero ,,Reglas generales,,,
del libro primero "Del amparo en generat-,, de la Ley
de Amparo, no se advierte como obligación p"r, ét
juzgador que transcriba los concepfos de viotación
o, en su caso, los agravios, para cumplir con los
principios de congruencia y exhaustividad en las
sentencias, pues fales principios se safrsfacen
cuando precisa /os puntos sulefos a debate,
derivados de Ia demanda de ampa-ro o del escrito de
expresión de agravios, tos' estudia y ies da
respuesta, la cual debe esfar viiculada y
corresponder a los planteamientos de tegatidad o
constitucionalidad efectivamente ptanteadas en e!pleqo correspondiente, sin introducir aspecfos
distintos a los que conforman ta litis. Sin emba'rg¡o, no
exrsfe prohibición para hacer tal transcrípción,
quedando al prudente arbitrio detjuzgador reatizarta
o na, atendiendo a las características especiales det
casq srn demérito de que paia satísfacer los
principios de exhaustividad y congruencía se
estudien ios planteamientos de -legatidad 

o
inconstitucianalidad que efectivamenfe se hayan
hecho valer.

VI. ANÁLISIS DE LAS RAZONES DE IMPUGNACIÓN
DEL ACTO IMPUGNADO EN
(NEGAT|VA FTCTA).

LA DEMANDA INICIAL

En la especie, ra demandante comparec¡ó ante este
Tribunal reclamando ra nulídad de la negativa ficta reclamada a
la autoridad demandada, respecto del esc¡:ito presentado por la
demandante ante la DlREcclóN GENERAL DE
RESPONSABILIDADES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS
DE LA SECRETARíA DE I-A ÇONTRALORÍA DEL PODER
EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS,
con fecha cuatro de julio de dos mit diecinueve, med¡ante el cual
solicltó la inejecución de las sanciones dictadas en la resolución

l9Nou"n, 
Época, Núm. de Registro: 164618, rnstancia: segunda sara, Jurisprudencia, Fuente:semanario Jud¡c¡al de ra Federación y su Gaceta,'rãmo xxxt, Mayo de 2010, Materia(s): común, Tesis:2a./J. 58t2010, página: 830
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de fecha tres de abril de dos mil diecisiete, en el procedimiento

de responsabilidad administrativa número .

La autoridad demandada en su escrito de contestaciÓn,

adjuntó copia certificada del acuerdo de fecha ocho de julio de

dos mil diecinuevezo, dictado por el DIRECTOR GENERAL DË

RESPONSABILIDADES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS

DE LA SECRETARíA DE LA CONTRALORíA DEL PODER

EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS,

dentro del expediente de responsabilidad administrativa 

con motivo de la solicitud de la demandante, relatada en los

numerales precedentes, denegándola, sustancialmente, por las

siguientes razonesl

a) La resolución definitiva dictada en el

procedimiento , que se instruyó en contra de

la ahora actora, de fecha tres de abril de dos mil

diecisíete, fue declarada ejecutoriada en el acuerdo

del veintiuno de julio de dos mil diecisiete;

b) El procedimiento de responsabilidad

administrativa fue tramitado, desahogado y resuelto

con la Ley Estatal de Responsabilidades

Administrativas de Estado de Morelos, antes de que

entrara en vigor la Ley de Responsabilidades

Administrativas para el Estado de Morelos, por lo
que fue imposible jurídicamente la aplicaciÓn de

esta; y,

c) No es posible aplicar la legislaciÓn vigente al

servidor público responsable, puesto que el

procedimiento se encuentra en etapa de ejecución

de sentencia.

Ahora bien, en torno a la negativa ficta, el artículo 18

apartado B, fracción ll, inciso B, de la Ley Orgánica del Tribunal

de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, establece que

este Tribunal es competente para conocer "Los iuicios gue se

promuevan contra la resoluciÓn negativa ficta recaída a una

instancia o petición de un particular. Se entenderá que se
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canf¡gura la resolución negativa ficta cuando las autoridades
esfafa/es o municipales o sus olganismos descentralizadas, no
den respuesfa a una petición o instancia de un parficular en el
término que la Ley señale. La demanda podrét interponerse en
cualquier tiempo, mientras no se produzca ta resolución
expresa."

Así, para la configuración de la negativa ficta, se requiere
necesariamente de la actualización de los siguientes supuestos:

a) Que er particurar haya formurado una instancia o
petición a arguna autoridad fiscar o administrativa;

b) Que erente incitado haya omitido resorverra dentro
deltérmino que marca la ley;

c) Que la ley señale como consecuencia de ese
sirencio ra actuarización de una respuestaficta y que
esa institución sea acorde con la sustancia âe'lo
pedido y con la finalidad práctica para la que se
instituyó y reconoció; y,

d) Que el interesado la impugne a través de los
medios de defensa que considere procedentes.

sobre esta base, en er caso concreto esta potestad
concluye que no se actualiza la figura de negativa ficta, porque
no se surten los requisitos contenidos en los incisos relatados, b)
v c).

El inciso b), consistente en que el ente haya omitido
resolverla dentro del término de ley, no se configura debido a quela autoridad demandada DIRECTOR GENERAL DE
RESPONSABILIDADES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS
DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA DEL PODER
EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS,
emitió la resolución expresa con fecha tres de abril de dos mil
diecisiete2l, en el procedimiento de responsabilidad
administrativa número  mismo que se notificó por lista el
veintisiete de agosto de dos mil diecinueve.

Por cuanto ar inciso c), correspondiente a que la rey señare
como consecuencia del silencio de la autoridad, una respuesta
ficta y que esa institución sea acorde con la sustancia de lo

2r Fojas 840-841
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pedido y la finalidad práctica para la que se instituyó y reconoció

Esta no se configura, porque la omisión de resolver una

solicitud de inejecución de sanciones dictadas en resolución
dictada dentro de un procedimiento de responsabilidad
administrativa, no origina una resolución negativa ficta
impugnable ante este Tribunal, porque la sustancia de lo pedido

es de índole adjetivo, pues se vincula con el ejercicio de

facultades de la autoridad demandada DIRECTOR GENERAL

DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

ADMINISTRATIVAS DE LA SECRETARÍA DE LA

CONTRALORÍA DEL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO

DEL ESTADO DE MORELOS, derivadas de la aplicación de la
Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores Públicos,

bajo la cual instruyó y sentenció en el procedimiento de

responsabilidad administrativa .

En este sentido, la legislación estatal citada, publicada en

el periódico oficial "Tierra y Libertad" número 4562 del

veinticuatro de octubre de dos mil siete, en su Título Cuarto,

Capítulos Tercero al Sexto, regula las etapas del procedimiento

administrativo disciplinario, tanto en su instrucciÓn como en

sentencia y ejecución, sin que establezca la posibilidad de la
procedencia de la negativa ficta, asimismo, en su precepto 41

dispone que 'En la subsfanciación del procedimiento de

responsa bitidad administrativa, en todo aquello que no

contravenga las disposiciones de esfa Ley, serán aplicables

supletoriamente /as disposiciones del CÓdigo Pracesal Civil para

el Estado de Morelos." Este último compendio citado, en su Título

Segundo, Capítulo lll, denominado "De las resoluciones

judiciales", establece que las resoluciones Se catalogan en

proveídos, autos, sentencias interlocutorias y definitivas. Los dos

primeros se dictarán dentro de los tres días de presentarse las

promociones por las partes, con una tolerancia de tres días más

de acuerdo con la complejidad del asunto; las últimas, dentro de

los cinco y quince días de ser puestos los autos a la vista, con

una tolerancia de cinco y diez días, respectivamente.

Determinando en su dispositivo 103, como consecuencia del

incumplimiento de la autoridad en el dictado de las resoluciones

dentro del plazo legal establecido, que se harán acreedores a las

medidas disciplinarias que señalan dicho CÓdigo y, en

concordancia con ello, el artículo 70 de la Ley Estatal de
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Responsabilidades de ros servidores públicos, contempta que
"Las correcciones disciptinarias se impondrán por el superior
jerarquico del seruidor púbtica, otorgándole ta garantía de
audiencia y levantándose acta circunstanciada de hechos en /a
que se establecerán: los motivos, la inconveniencia de realizar
acfos contrarios a /os principios de tegatidad, prabidad, lealtad y
eficiencia en el desempeño del empleo, cargo o camision, las
manifestaciones de defensa del trabajador y el extrañamiento de
su canducta o exhoftacion a conducirse con apego a dichos
principios. El acta circunstanciada se atorgará por duplicado, un
tanto será para el trabajador y el otro se integrara a su expediente
laboral." E inclusive, er Reglamento lnterior de la secretaría de la
contraloría vigente, en sus artículos 2g y 30, establece que los
servidores públicos de la secretaría serán responsables de
ejercer, cumplir y vigilar las atribuciones y obligaciones en el
ámbito de su respectiva competencia, el contenido del presente
Reglamento y demás normativa apricabre; por ro que ras
violaciones a los preceptos del presente Reglamento y las demás
disposiciones que de ér emanen, serán sancíonadas
administrativamente en términos de ro previsto en ra Le¡r Generalde Responsabilidades Administrativas y la Ley de
Responsabilidades Administrativas para el Estado de Morelos,
sin perjuicio de proceder conforme a los ordenamientos que
correspondan cuando el servidor público incurra en hechos que
pudieran considerarse delitos durante el desempeño de su
empleo, cargo o comisión.

Es decir, la legislación Adjetiva que regula el procedimiento
de responsabilidad administrativa, establece lo procedente
cuando la autoridad correspondiente omite resolver las
peticiones de las partes, con la finalidad coactiva para que
proceda a realizarlo.

se traduce en que todo procedimiento seguido en forma
de juicio, se rige por prazos y términos desarroilados por er
legislador en la norma, de modo que, la omisión de responder a
una promoción por parte de la autoridad no actualiza la negativa
ficta, dado que no se trata de una actuación autónoma ar
procedimiento en el que se encuentra el particular, sino que se
da en dicho contexto, por ro que tiene er carácter de adjetivo, por
tanto, debe atenderse a las reglas establecidas en la legislación
procedimental para obligar a ia autoridad a dar respuesta a la
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petición realizada, así como de constreñirla a impulsar el

procedimiento.

Lo anterior conlleva a concluir, que la omisión en el dictado

de la resolución correspondiente con motivo de la promoción

presentada por la demandante en autos de un juicio de

responsabilidad administrativa instruido por la Dirección General

de Responsabilidades. Adrilinistrativas de la Secretaría de la
Contraloría del Estado de Morelos, conforme a la Ley Estatal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos, no genera

negativa ficta.

Obedece a que los procedimientos son cauces, métodos o

secuelas para determinar aspectos sustantivos como: derechos,

obligaciones, responsabilidades, sanciones, etcétera, en los

cuales la normatividad prevé los medios de impugnaciÓn con que

cuentan las partes para inconformarse respecto de las

resoluciones que se emitan por la autoridad y en Su caso por la

omisién de pronunciarse respecto de las promociones que se

presenten, atento que la actuación de la autoridad dentro del

procedimiento tiene una sujeciÓn generalizada y absoluta al

ordenamiento jurídico que la regula, es decir, se rige únicamente

de acuerdo con éste y con la finalidad del interés general que la

motiva. Por tanto, no basta para atribuirle, supletoriamente y por

analogía, los efectos y consecuencias de la negativa ficta a la
falta de respuesta a una pr:omociÓn, ya que no existe identidad

jurídica sustancial, por lo que, en este caso, no eS posible

impugnar la abstención de la autoridad como una resoluciÓn

negativa ficta ante este Tribunal, al no configurarse ésta.

Este criterio se orienta en las tesis aisladas y

jurisprudencia, que enseguida se insertan:

..NEGATIVA FICTA. NO SE CONFIGURA ANTE LA

FALTA DE RESPUESTA A UNA PROMOCIÓru OE

UN PARTICULAR EN UN PROCEDIMIËNTO
ADMINISTRATIVO INICIADO DE OFICIO POR LA
AUTORI DAD HAC ENDARIA22.

22 Êpo"., Décima Época. Registro: 2014378,lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito.

Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 42,

Uäyo Ce 2017, Tomo lll. Materia(s):Administrativa. Tesis: (l Región)8o.52 A (10a.). Página:

2009.
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De conformidad con el ar1ículo 37 del Código Fiscal
de la Federación, que prevé un derechõ de los
particulares vinculado con el diverso de petición, el
silencio administrativo producir:á efectos jurídicos
consistentes en que el interesado deberá considerar
que la instancia o petición realizada se resolvió en
sentido negativo, para lo cual, la ley le otorga la
pgsibilidad de impugnar esa "negativaficta", a ñn Oe
evitar que quede en estado de indefensión e
incertidumbre jurídica; sin embargo, cuanOó lã
autoridad hacendaria inicia de oficio un
procedimiento administrativo, su actuación dentro de
éste tiene una sujeción generalízada y absoluta al
ordenamiento jurídico que la regula, es decir, se rige
únicamente de acuerdo con éite y con la finalidãd
del interés general que la motiva. Þor tanto, si bien
es cierto que tanto en la instancia del particular como
en los procedimientos iniciados de oiicio existe una
simifitud en el hecho de que se actualiza el
denominado silencio administrativo, también lo es
quet en el segundo caso, no basta para atribuirle,
supletoriamente y por analogía, los efectos y
consecuencias del artículo 37 mencionado a la faltå
de respuesta a una promoción de un particular, ya
que no existe identidad jurídica sustancial, por'lo
que, en este caso, no es posible impugnar la
abstención de la autoridad como una resolución
negativa ficta ante el Tribunal Federal de Justicia
Administrativa, al no configurarse ésta.',

.,NEGATIVA 
INJUSTIFICAD.A DE I.A AUTORIDAD

$:IgrysABl q, PARA Þlçrnn REsaLUct6ñ
DENTRO DEL TERMIÑO LEGAL. ES
REGLAMABLE EN A.MFARO:INDI,REGTO LA23.

_La 
negativa injq-stificada de la autoridad rçqponsable

para resolver dentio deltérmino legal un iniidente de
falta de pei.sonalidad es reclaiñable en amparo
indirecto pues no se trata de un acto intraprocesal,
en virtud .de que tal omisión podría vulnerar de
manera directa la garantía de seguridad jurídica
consagrada en el artículo 1Z de la Consiitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.,,

,.JUICIO DE NULIDAD. ES IMPROCEDENTE
CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD
FISCAL DE RESOLVER LA SOLICITUD DE
CERTIFICAR Y RECTIFIGAR DEbLARAðIO¡¡Tõ
TRIBUTARIAS24

23 Épo""' f o.ve,na Época' Registro: 201745.lnstancia; Tribunales colegiados de circuito. Tipode Tesis; Aislada. Fuente; semanario Judiciar de ra Federacrgn y su cãceta. Tomo lV, Agostode '1996. Materia(s): Común. Tesis: XtX.2o.f é k. nagin", OSi.', 
-- --'

24+rpoca: Dec¡ma Epoca. Registro; 2014435. lnstancia; segunda sara. Tipo de Tesis:Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del semanario Judicial de la F;deración. Libro 43, Junio de2017,Tamo ll. Materia(s):Administrativr-1ð*i*' Za.rJ.6812017 (.r0a,). página: 1i16,
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El artículo 37 del Código Fiscal de la Federación
prevé un derecho de los particulares íntimamente
vinculado con el de petición reconocido en el diverso
8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; sin embargo, para que se actualice la
resolución neqativa"ficta que reoula es necesario
que: a) el particular hava formulado una instancia o
oetición a alsuna autoridad fiscal o administrativa: b)
elente incitado hava omitido resolverla por más de 3
meses: c) la lev señale como consecuencia de ese
silencio la actualización de una respuesta ficta v que
esa institución sea acorde con la sustancia de lo
oedido v con la finalidad oráctica oara la oue se
instituvó v reconoció: v, d) el interesado la imouone
a través de los medios de defensa que considere
procedentes. Sobre esas bases, la omisión de la
autoridad fiscal de resolver la solicitud de
certificación y rectificación de declaraciones
tributarias no origina una resolución negativa ficta
impugnable ante el Tribunal Federal de Justicia
Administrativa, porque la sustancia de lo pedido se
vincula con el ejercicio de facultades discrecionales,
de modo que no puede obligarse al ente hacendario
a realizarlas so. pretexto del ejercicio del derecho de
petición. Sin que la prerrogativa para solicitar ese tipo
de certificaciones y rectificaciones pueda derivar de
los artículos 20., fracción I y 8o. de la Ley Federalde
los Derechos del Contribuyente, pues sÓlo

reconocen el derecho del contribuyente a ser
informado y asistido por los entes hacendarios en el

cumplimiento de sus. obligaciones tributarias, así
como el deber de las autoridades de mantener
oficinas en diversos lugares del territorio nacional
para orientarlos Y auxiliarlos."

UI. ANÁLISIS DE LAS RAZONES DE IMPUGNACIÓN

HECHAS VALER EN LA AMPLIACIÓT.I OE LA DEMANDA.

Teniendo a la vista los autos del asunto que nos ocupa

en su integridad, se procede al estudio de los motivos de

anulación hechos valer por la parte demandante en el escrito de

ampliación de la demanda.

Para la mejor exposición de la conclus¡ón a la que arribó

este Tribunal, Se considera pertinente relatar los precedentes del

acto impugnado, que obran en las copias certificadas de

expediente de responsabilidad administrativa , instruido

en contra de  , por
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la Dirección General de Responsabilidades y sanciones
Administrativas de la secretaría de la contraloría del poder
Ejecutivo del Gobierno der Estado de Morelos, de pleno valor
probatorio de conformidad con los artículos 437, y, 4g1, del
Código Adjetivo Civil del Estado de Morelos:

1. con fecha tres de abril de dos,mil diecisiete, se dictó
sentencia definitiva, fincando responsabilidad administrativa a

   , por los hechos e
infracciones que se insertan enseguida:

Faltas que fueron consideradas no graves, imponiendo
a    , Ia sanciÓn de
AMONESTACIÓN, LA SUSPENSIÓN DE SU EMPLEO, CARGO
O COMISIÓN POR UN MES Y LA INHABILITACIÓN POR UN
MES

REQUERIMIEA/TOS LLEVADOS A
CABO POR LA profosora 

 , en su carácter de
servidor público entrante y por este
Órgano tnterno de Controt para la
aclaración, sustitución ffsica o
monetaria d /os bienes muebles
faltantes, descrifos en el apartado de
hechos marcado con el numeral 12

(stc)anteriormente mencionado..."

ALcAso3.- ... HA

administrativa por no cumplir con
diligencia el servicio que tenla
encomendado salvaguardando /os
bienes muebles que tenla bajo su
resguardo y custodia durante el periada
en que estuvo como encargada de Ia
Dirección de ta Escueta primaria
Federal  o" con clave

. (sic)

en2.- incurrió

irregularidades detectadas en el acta
entrega recepción número

     de I a Escue t a
Primaria Federal  ,', con
clave  así coma no saber
el destina final de /os blenes muebles
faltantes derivados det acta entrega
recepción en mención (sic)

1.- La falta de aclaración de /as

HECHOS

Estatal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos:

"1. Cumplir con diligencia el servicio que
tenga encomendado y abstenerse de
cualquier acto u omisión que cause la
suspensión o deficiencia de dicho
servicio o implique el ejercicio indebido
de un empleo, cargo o comisión;
()

Xlll. Atender con diligencia tas
instrucciones, requerimientos o
resoluciones que reciba de otras
autoridades o de los titulares de las
áreas de auditoría;

Fracción I y"Xllldel artículo 27 de ia Ley

IN
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2. Por escrito presentado el cuatro de julio de dos mil

diecinueve,  ,

solicitó la inejecución de las sanciones dictadas en la resolución

de fecha tres de abril de dos mil diecisiete, toda vez que no existiÓ

una traslación de tipo administrativo.

3. En acuerdo de fecha ocho de julio de dos mil

diecinueve2s, se denegó la solicitud de la demandante,

sustancialmente, por las siguientes razones:

a) La resolución definitiva dictada en el

procedimiento que se instruyÓ en contra de

la ahora actora, de fecha tres de abrit de dos mil

diecisiete, fue declarada ejecutoriada en el acuerdo

del veintiuno de julio de dos mil diecisiete;

b) El procedimiento de responsabilidad

administrativa fue tramitado, desahogado y resuelto

con la Ley Estatal de Responsabilidades

Administrativas de Estado de Morelos, antes de que

entrara en vigor la Ley de Responsabilidades

Administrativas para el Estado de Morelos, por lo
que fue imposible jurídicamente la aplicación de

esta; y,

c) No es posible aplicar la legislación vigente al

servidor público responsable, puesto que el

procedimiento se encuentra en etapa de ejecución

de sentencia.

Esta determinación de la autoridad demandada,

constituye el acto impugnado en el escrito de contestación de

ampliación de la demanda.
La demandante  
, argumenta esencialmente, que eltipo administrativo por

el cual se le impusieron las sanciones, han sido suprimidas con

motivo de la entrada en vigor, el diecinueve de julio de dos mil

diecisiete, de la Ley General de Responsabilidades

Administrativas, sin que existiera traslación del tipo

administrativo, en consecuencia, las infracciones sancionadas

dejaron de ser antijurídicas.
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Las razones
fundadas.

de impugnación son parcialmente

Primigeniamente es importante establecer que en la
jurisprudencia P./J. 9912006, el pleno de la suprema corte de
Justicia de la Nacíón, fue contundente en precisar, que,
tratándose de las normas relativas al procedimiento
administrativo sancionador, es válido acudir a las técnicas
garantistas del derecho penal, en el entendido de que la
aplicación de dichas garantías al procedimiento administrativo
sólo es posible cuando resulten compatibles con su natura leza.

En ese sentido, para que resulten aplicables las técnicas
garantistas mencionadas, es requisito indispensable que la
norma de que se trate esté inmersa en un procedimiento del
derecho administrativo sancionador, el cual se calífica a partir de
la existencia de dos condiciones:

a) Que se trate de un procedimiento que pudiera derivar
en la imposición de una pena o sanción (elemento formal); y,

b) Que el procedimiento se ejerza como una
manifestación de la potestad punitiva del Estado (elemento
material), de manera que se advierta que su sustanciación sea
con la intención manifiesta de determinar si es procedente
condenar o sancionar una conducta que se estima reprochable
para el Estado por la comisión de un ilícito, en aras de
salvaguardar el orden púbrico y el interés general; es decir, ese
procedimiento debe tener un fin represivo o retributivo derivado
de una conducta que se considere administrativamente ilícita.

sobre esas bases, no basta la posibilidad de que er
ejercicio de una facultad administrativa pueda concluir con el
establecimiento de una sanción o infracción, sino que se requiere
de manera concurrente que su despliegue entrañe una
manifestación de la facultad punitiva del Estado, esto es, que el
procedimiento tenga un marcado carácter sancionador como sí
ocurre, por ejemplo, con los procedimientos sancionadores por
responsabilidades administrativas de los servidores públicos.
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En la misma línea de pensamiento, se debe mencionar,
que los principios del derecho penal resultan aplicables al

derecho administrativo sancionador, con matices y

modulaciones, según la naturaleza del asunto, empero, de una

manera rigorosamente fundada y motivada.

Es así, porque los artículos 109, párrafo primero y

fracción lll, y 113, párrafo primero, de la Constitución Política de

los Estados Unidos Mexicanos26, el Congreso de la Unión y las

Legislaturas de los Estados tienen un poder de carácter
legislativo para reglamentar el sistema de responsabilidades

administrativas de los servidores públicos con base en dos
premisas fundamentales:

1) La ley o leyes que se emitan deberán regular las

obligaciones de los funcionarios federales y estatales para que

éstos actúen conforme a los deberes propios de su función y
acaten los principios de legalidad,'honradez, imparcialidad y
eficiencia, mandatos de optimización que debe cumplir,

26 "Artículo 109. Los servidores públicos y particulares que incurran en responsabilidad frente
al Estado, serán sancionados conforme a lo siguiente:
...lll. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u

omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban
observar en el desempeño de sus empleos, cârgos o comisiones. Dichas sanciones
consistirán en amonestación, suspensión, destitución e inhabilitación, así como en sanciones
económicas, y deberán establecerse dè acuerdo con los beneficios económicos que, en su
caso, haya obtenido el responsable y con los dañgs y perjuicios patrimoniales causados por
los actos u omisiones. La ley establecerá los procedimientos para la investigación y sanción
de dichos actos u omisiones. Las faltas administrativas graves serán investigadas y
substanciadas por la Auditoría Superior de la Federación y los órganos internos de control, o
por sus homólogos en las entidades federativas, según corresponda, y serán resueltas por el
Tribunal de Justicia Administrativa que resulte competente. Las demás faltas y sanciones
administrativas, serán conocidas y resueltas por los órganos internos de control. Para la
investigación, substanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de los
miembros del Poder Judicial de la Federación, se observará lo previsto en el artículo 94 de
esta Constitución, sin perjuicio de las atribuciones de la AuditorÍa Superior de la Federación
en materia de fiscalización sobre el manejo, la custodia y aplicación de recursos públicos. La
ley establecerá los supuestos y procedimientos para impugnar la clasificación de las faltas
administrativas como no graves, que realicen los órganos internos de control. Los entes
públicos federales tendrán órganos internos de control con las facultades que determine la ley
para prevenir, corregir e investigar actos u omisiones que pudieran constituir
responsabilidades administrativas; para sancionar aquéllas distintas a las que son
competencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; revisar el ingreso, egreso,
manejo, custodia y aplicación de recursos públicos federales y participaciones federales; así
como presentar las denuncias por hechos u omisiones que pudieran ser constitutivos de delito
ante la Fiscalía Especializada en Combate a la Corrupción a que se refiere esta Constitución.
Los entes públicos estatales y municipales, así como del Distrito Federal y sus demarcaciones
territoriales, contarán con órganos internos de control, que tendrán, en su ámbito de
competencia local, las atribuciones a que se refiere el párrafo anterior, y...'

"Artículo 113. El Sistema Nacionâl Anticorrupción es la instancia de coordinación entre las
autoridades dê todos los órdenes de gobiemo competentes en la prevención, detección y
sanción de responsabilidades administrativas y hechos de corrupción, así como en la
fìscalización y control de recursos públicos. Para el cumplimiento de su objeto se sujetará a

las siguientes bases mínimas:.."
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invariablemente, cualquier servidor público en el desempeño de
su cargo, empleo o comisión y que sirven como garantías
orgánicas y parámetros de revisión de la regularidad
constitucional y legal; y

2) se exige que la propia normativa contemple ciertos
mecanismos para la protección y el respeto de los derechos de
los servidores públicos cuando estén sujetos a un procedimiento
de responsabilidad administrativa.

Por ende, el sistema constitucional de responsabilidades
administrativas busca el adecuado ejercicio de la función pública,
pero también el respeto y la protección tanto de los derechos de
los gobernados como de los propios servidores del Estado.

Ahora bien, el mandato de tipificación es una fórmula
técnica que integra las condiciones de previsión y certeza de la
disposición normativa, aplicable al procedimiento administrativo
sancionar, ergo, las infracciones y las sanciones no sólo tienen
que estar previstas con anterioridad a que se produzca la
conducta enjuiciable (lex previa), sino que deben tener un grado
de precisión tal (lex certa), que hagan innecesaria la actividad del
operador jurídico, tendente a determinar los elementos del tipo,
ya sea con ánimo creativo, de complementación, en una
interpretación basada en la anarogía, o en un desvío del texto
legal.

No obstante, en el derecho administrativo sancionador la
tipificación normativa no llega a ser inexcusablemente precisa y
directa, sino que es habitual que se practique indirectamente o
por remisión, cuando la conducta de reproche puede
desprenderse de las disposiciones legales o reglamentarias que
complementen las técnicas normativas utilizadas por el
legislador, como pudieran ser los conceptos jurídicos
indeterminados y, en generar, tos conceptos cuya delimitación
permite un margen de apreciación.

Además, si bien es cierto que en la vertiente sancionatoria
del modelo del Estado regurador, el principio de reserva de ley
adquiere una expresión mínima, también lo es que subsiste el de
tipicidad, como la exigencia de que la conducta, que es
condición de la sanción, se contenga en una predeterminación
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inteligible, sin importar la fuente jurídica de la que derive la
obligación, la cual debe ser individualizable de forma precisa,

para permitir a las personas la previsibilidad de las conductas

infractoras y evitar la arbitrariedad de la autoridad

En este contexto, la administración de la justicia, colabora

en la precisión del tipo a través de la tarea de subsunción en el

primer proceso de aplicación de la norma, mediante el

denominado silogismo de determinación de la consecuencia
jurídica, que conlleva la constatación de los hechos, la

interpretación del supuesto de hecho del texto normativo, la

subsunción de los hechos en el supuesto fáctico y la

determinación de la consecuencia jurídica.

Por tanto, la validez constitucional de la aplicación de las

disposiciones administrativas sancionadoras dependerá del

respeto a la literalidad del enunciado normativo y a su

previsibilidad, en la medida en que eviten la emisión de

resoluciones que impidan a los gobernados programar sus

comportamientos sin temor a posibles condenas por actos no

ti pificados previamente.

De esta manera, el principio de tipicidad, aplicable en

materia de responsabilidades administrativas de los servidores

públicos, exige que las conductas generadoras de sanciones

previstas en las leyes se encuentren descritas con conceptos

claros, de manera que los juzgadores, al realizar el proceso de

adecuación de la actuación a la norma, conozcan su alcance y

significado, lo que, además de brindar seguridad jurídica al

servidor público sobre los actos u omisiones que tiene prohibido

realizar, en atención al puesto, cargo o comisión que desarrolle,

impide a la autoridad sancionadora incurrir en arbitrariedad, al no

ser quien define el comportamiento ilícito que se recrimina.

De acuerdo con estos matices y modulaciones, en el

derecho administrativo sancionador, eS innecesario que la

conducta reprochable se encuentre detallada, en forma de

catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en tanto que el

comportamiento negativo de los servidores pÚblicos también

puede derivar del incumplimiento de las funciones propias e

inherentes al servicio encomendado, por lo cual, aunque el

derecho administrativo sancionador, al igual que el derecho
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penal se rige, entre otros, por los principios de exacta aplicación
de la ley y de tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un
dispositivo normativo que especifique cuáles son todas las
actividades que a aquéltos corresponden y en qué casos, de no
cumplirlas, incurren en responsabilidad administrativa, sea
motivo suficiente para estimar que ésta no se actualiza, sobre
todo si se tiene presente que muchas de esas funciones o
comportamientos que la sociedad espera y demanda de los
servidores públicos se hallan implícitas en el cargo que
desarrollan; de ahí que no requieran mayor descripción.

Bajo este orden, por extensión der principio de
tipicidad aplícable con ras modulaciones y matices señalados al
derecho administrativo sancionador, resulta aplicable la
traslación del tipo y adecuación de la pena, cuando por virtud
de una nueva ley Ia infracción deje de ser considerada
antijurídica o su penalidad sea disminuida.

En efecto, er primer párrafo der artícuro 14 de ra
constitución Política de los Estados unidos Mexicanos prohíbe
Ia aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de persona alguna.
Ahora bien, de la interpretación a contrario sensu de tal precepto,
se advierte que otorga er derecho al gobernado de que se re
aplique retroactivamente la ley cuando sea en su beneficio, por
lo que si un servidor público cometió una infracción bajo la
vigencia de una ley sustantiva con base en la cual se le fincó
responsabilidad administrativa y fue sancionado, y,
posteriormente se promulga una nueva que prevé una pena
menor para la misma infracción, o el acto considerado por la ley
anterior como infracción deja de tener tar carácter o se modifican
las circunstancias para su persecución, aquét tiene el derecho
protegido constitucionaf mente a que se re aplique
retroactivamente la nueva ley y, por ende, a que se le reduzca la
sanción o declara la extinción de esta.

Esto es así, porque si el legislador en un nuevo
ordenamiento legal dispone que un determinado hecho ilícito
administrativo merece sancionarse con una sanción menor o que
no hay motivos para suponer que, a partir de ese momento, er
orden sociar pueda alterarse con un acto anteriormente
considerado como infracción, es inváfido que el poder, público
insista en exigir la ejecución de la r"n"ión como se había
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impuesto por un hecho que ya no la amerita o que no la merece

en tal proporción.

Consecuentemente, la traslación del tipo y la

adecuación de la pena constituyen un derecho de todo
gobernado, que puede ejercer ante la autoridad correspondiente

en vía incidental, .para que ésta determine si la conducta

estimada como delictiva conforme ? la legislación punitiva

vigente en la fecha de su comisión contihúa siéndolo en términos

del nuevo ordenamiento, esto es, para que analice los elementos

que determinaron la configuración del ilícito de acuerdo a su

tipificación abrogada frente'a la legislaciÓn vigente y decida si

éstos se mantienen o"ho y, en su caso, aplicarle la sanción más

favorable.

Este contexto jurídico, además de los preceptos que se

han citado, se apoyan en los siguientes criterios y

jurisprudencias:

..NORMAS DE DEREGHO ADMIN¡STRATIVO.
PARA QUE LES RESULTEN APLICABLES LOS
PRINCIPIOS QUE RIGEN AL DERECHO PENAL,
ES NECESARIO QUE TENGAN LA CUALIDAD
DE PERTENECER AL DERECHO
ADMIN ISTRATIVO SANCIONADOR.2T

En la jur:isprudencia P.lJ.9912A06, el Pleno de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación fue
contundente en precisar que tratándose de las
normas relativas al procedimiento administrativo
sancionador, es válido acudir a las técnicas
garantistas del derecho penal, en el entendido de
que la' aplicación de dichas garantías al
procedimiento administrativo sólo es posible
cuando resulten.compatibles con su naturaleza. En
ese sentido, para que resulten aplicables las
técnicas garantistas mencionadas, es requisito
indispensable que la norma de que se trate esté
inmersa en un procèdimiento del derecho
administrativo sancionador, el cual se califica a
parlir de la existencia de dos condiciones: a) que se
trate de un procedimiento que pudiera derivar en la
imposición de una pena o sanción (elemento
formal); y, b) que el procedimiento se eleza como
una manifestación de la potestad punitiva del

27 Registro digital: 2018501 . lnstancia: Segunda Sala. Décima Época. Materias(s):

Administrativa. Tesis: 2a.lJ. 12412A18 (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación. Libro 60, Noviembre de 2018, Tomo ll, página 897. Tipo:Jurisprudencia.

I

ñ
.R.

!\
ñ\
N

,è.ñ
\
ñ
).\)
s
\

!

\
ñ
N\

\

31



Ëstado (elemento material), de manera que se
advierta que su sustanciación sea con la intención
manifiesta de determinar si es procedente
condenar o sancionar una conducta que se estima
reprochable para el Estado por la comisíón de un
ilícito, en aras de salvaguârdar el orden público y el
interés general; es decir, ese procedimiento débe
tener un fin represivo o retributivo derivado de una
conducta que se considere administrativamente
ilícita. Sobre esas bases, no basta la posibilidad de
que el ejercicio de una facultad administrativa
pueda concluir con el establecimiento de una
sanción o infracción, sino que se requíere de
manera concurrente que su despliegue entrañe una
manifestación de la facultad punitiva del Estado,
esto es, que el procedimiento tenga un marcado
carácter sancionador como sí ocurre, por ejemplo,
con los procedimientos sancionadores por
responsabilidades administrativas de los
servidores públicos."

,, RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CONDICIONES
DE APLICACIÓN DEL SISTEMACONST¡TUCIONAL RELATIVO
(TNTERPRETAO|óN DEL ARTÍGULO 73,
FRAGCIÓN XXIX:H, DE LA CONSTTTUCIÓÑ
POLÍTICA DE LOS ,ESTADOS UNIEOS
MEXICANOS)r2r

Acorde con los artículos 109, párrafo primero y
fracción lll, y 1 13, párrafo primero, de É
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el Congreso de la Unión y las
Legislaturas de los Estados tienen un poder de
carácter legislativo para reglamentar el sistema de
responsabilidades administrativas de los
servidores públicos con base en dos premisas
fundamentales: 1) la ley o leyes que se emitan
deberán regular las obligaciones de los
funcionarios federales y estatales para que éstos
actúen conforme a los deberes propios de su
función y acaten los principios de legalidad,
honradez, imparcialidad y eficiencia, mandãtos de
optimización que debe cumplir, invariablemente,
cualquier servidor público en el desempeño de su
cargo, empleo o comisión y que sirven como
garantías orgánicas y parámetros de revisión de la
regularidad constitucional y legal; y 2) se exige que
la propia normativa contemple cieilos mecanismos
para la protección y el respeto de los derechos de
los servidores públicos cuando estén sujetos a un
procedimiento de responsabilidad administrativa.

': Registro digitat: 20040gg. lnstancia: primera sala. Décima Época. Materias(s):
Constitucional, Administrativa. Tesis: 1a. CC,lXt2013 (10a,). Fuente: Semanario Judicial de laFederación y su Gaceta. Libro XXil, Jurio de 2013, Tomo í, p¿gin, s6s. tipo:Aisraoa.
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Por ende, el sistema constitucional de
responsabilidades administrativas busca el

adecuado ejercicio de la función pública, pero

también el respeto y la protección tanto de los
derechos de los gobernados como de los propios

servidores delEstado. En ese sentido, el artículo
73, fracción XXIX-H, de la Constitución General de
la República, tras su reforma publicada en el Diario
Oficial de la Federación el4 de diciembre de 2006,
complementó los aducidos preceptos
fundamentales y estableció el poder del Congreso
de la Unión para emitir leyes que constituyan
tribunales de lo contencioso-administrativo que,

con autonomía plena para dictar sus fallos, serán
los encargados de dirimir las controversias entre
los particulares y la Administración Pública Federal,
así como de imponer las sanciones a los servidores
públicos derivadas de los procedimientos de
responsabilidad administrativa. Dicho de otra
manera, la citada norma constitucional al regular el
poder del legislador para crear tribunales de lo

contencioso-administrativo, añade como contenido
expreso que la competencia para sancionar a los

servidores públicos de la Administración Pública
Federal por responsabilidad administrativa deberá
asignarse a un órgano materialmente jurisdiccional.

No obstante, el artículo segundo transitorio del

indicado decreto de reforma dispuso que en tanto
no se modificara la legislación que regula la materia
de responsabilidades administrativas de los
servidores públicos federales, en la que el contralor
interno o el titular del área de responsabilidades es

la autoridad encargada de tramitar, resolver y
aplicar las sanciones correspondientes, ésta
continuaría rigiéndose por las disposiciones legales
vigentes al momento de su aplicación. Lo que
quiere decir que si bien el mencionado artículo 73,

fracción XXIX-H, establece un poder legislativo que

cortplementa. a los artículos 109 y 1 13

constitucionales, no puede concebírsele como uno

de ejercicio obligatorio ni está sujeto a un tiempo
deterrninado. En suma, se concluye que la

Constitucién Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece de manera general el sistema
de responsabilidad administrativa de los servidores
públicos, otorgando el poder al Congreso de la
Unión y a las Legislaturas locales para dictar leyes
que regulen las obligaciones de los servidores
públieos, sanciones y procedimientos, y

autoridades que los integren, tramiten y resuelvan,
tendiendo en todo momento al cumplimiento de los
principios de legalidad, honradez, lealtad,
imparcialidad y eficiencia en el desempeño de la
función pública. Lo anterior, con la salvedad de que
uno de los contenidos normativos que directamente
prevé la Constitución para ejercer dicha potestad
legislativa, referente a que la competencia para
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aplicar las sanciones tendrá que ser asignada a un
tribunalde lo contencioso-administrativo y no a una
autoridad que formal y materialmente perten ezca ala Administración pública Federal, está
condicionado desde el propio Texto Fundamental aque el legislador modifique la normativa
secundaria."

..DISPOSICIONES 
ADMNNISTRATIVAS

SANCIONADORAS. CONÐIGIONES PARA LAVALIDEZ CONSTITUCIONAL DE SU
APLICACIÓN, EN RELACIÓN CON EL
PRINCIPIO DE TIPICIDAD.29

El mandato de tipificación es una fórmula técnica
que integra las condiciones de previsión y certeza
de la disposición normativa. Asi, las infraóciones y
las sanciones no sólo tienen que estar previstaå
con anterioridad a que se produzca la conducta
enjuiciable (lex previa), sino que deben tener un
grado de precisión tal (lex certa), que hagan
innecesaria la actividad del opeiador jurídlco,
tendente a determinar los elementos del iipo, ya
sea con ánimo creativo, de complementación, ån
una interpretación basada en la analogía, o en un
desvío del texto legal. No obstante, en el derecho
administrativo sancionador la tipiflcación normativa
no llega a ser inexcusablemente precisa y directa,sino que es habitual que se þractique
indirectamente o por remisión, cuando la conductade reproche puede desprenderse de las
disposiciones iegales o reglamentarias que
complementen las técnicas noimativas utilizadas
por el legislador, como pudieran ser los conceptosjurídicos indeterminados y, en general, los
conceptos cuya delimitación per.mite un margen de
apreciación. Además, si bien es cierlo que- en la
vertiente sancionatoria del modelo dei Estado
regulador, el principio de reserva,de ley adquiere
una expresión míníma, también lo es que subsisteel de tipicidad, oomo la. eXigencia de que la
conducta, que es condición de la sanción, se
contenga.en-una predeter:minación inteligible, sin
importar la fuente jurídica de la que derive la
obligación, la cual debe ser individualizable de
forma. p.recisa, para permitir a las personas la
previsibilidad de las conductas infractoras y evitar
la arbitrariedad de la autoridad. En este contexto, la
administración colabora en la precisión del tipo a
través de la tarea de subsunción en el primer
proceso de aplicación de la norma, mediante el
denominado silogismo de determinación de la

]e nesistro digital: 2016087' lnstancia: Tribunales colegiados de circuito. Décima Época.Materias(s): constitucionar, Administrativa. Tesis: l.lo.a.É.zir t¡t0".). Fuente: Gaceta der

:å[::",," 
Judiciarde ra Federac¡¿n. fi¡ro sõ]rnero de 2018, ioì"liv, página 2112.Tipo..
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consecuencia jurídica, que conlleva la constatación
de los hechos, la interpretación del supuesto de
hecho del texto normativo, la subsunción de los
hechos en elsupuesto fáctico y la determinación de
la consecuencia jurídica. Por tanto, la validez
constitucional de la aplicación de las disposiciones
administrativas sancionadoras dependerá del
respeto a la literalidad del enunciado normativo y a
su previsibilidad, en la medida en que eviten la
emisión de resoluciones que impidan a los
gobernados programar sus comportamientos sin
temor a posibles condenas por actos no tipificados
previamente."

,.RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE
LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE ACTUALIZA,
AUN ANTE LA INEX¡STENCIA DE ALGUNA
DISPOSICIÓN QUE ESPECIFIQUE, EN FORMA
DE CATÁLOGO, TODAS LA CONDUCTAS
REPROCHABLES.3O

De'acuerdo con los criterios sustentados por la

Suprema Corte de Justicia de la Nación, el principio
de tipicidad, aplicable en materia de
responsabilidades administrativas de los
servidores públicos, exige que las conductas
generadoras de sanciones previstas en las leyes se

encuentren descritas con conceptos claros, de
manera que los juzgadores, al realizar el proceso
de adecuación de la actuación a la norma,
conozcan su alcance y significado; lo que, además
de brindar seguridad jurídica al servidor público

sobre los actos u omisiones que tiene prohibido
realizar, en atención al puesto, cargo o comisión
que desarrolle, impide a la autoridad sancionadora
incurrir en arbitrariedad, al no ser quien define el

comportamiento ilíoito que se recrimina. No

obstante, es innecesario que la conducta
reprochable se encuentre detallada, en forma de

catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en

tanto que el comportamiento negativo de los

servidores públicos también puede derivar del

incumplimiento de las funciones propias e

inherentes al servicio encomendado, por lo cual,

aunque el derecho administrativo sancionador, al

igual que el derecho penal se rige, entre otros, por

los principios de exacta aplicación de la ley y de
tipicidad, eso no significa que la inexistencia de un

dispositivo normativo que especifique cuáles son

todas las actividades que a aquéllos corresponden
y en qué casos, de no cumplirlas, incurren en
responsabilidad administrativa, sea motivo
suficiente para estimar que ésta no se actualiza,

30 Registro digital: 2021184. lnstancia: Tribunaíes Colegiados de Circuito. Décima Época.

Materias(s): Administrativa. Tesis: 1.1o.A.224 A (10a.). Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación. Libro 72, Noviembre de 2019, Tomo lll, página 2478.Tipo: Aislada.
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sobre todo si se tiene presente que muchas de
esas funciones o comportamientos que la sociedad
espera y demanda de los servidores públicos se
hallan implícitas en el cargo que desarrollan; de ahí
que no requieran mayor descripción.,'

,.TFÙASLACIéI,¡ OEI TIPO Y ADECUACIÓN DE
LA PENA. CONSTITUYEN UN DERECHO DELGOBERNADO PROTEGIDO
CONSTITUCIONALMENTE.3T

El primer párrafo del artículo 14 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos prohíbe
la aplicación retroactiva de la ley en perjuicio de
persona alguna. Ahora bien, de la interpretación a
contrario sensu de tal precepto, se advierte que
otorga elderecho algobernado de que se le aplique
retroactivamente la ley penal cuando sea en su
beneficio, por lo que si cometió un delito bajo la
vigencia de una ley sustantiva con base en la cual
se le sentenció y, posteriormente se promulga una
nueva que prevé una pena menor para el mismo
delito, o el acto considerado por ia ley anterior
como delito deja de tener tal carácier o se
modifican las circunstancias para su persecución,aquél tiene el derecho protegido
constítucionalmente a que se le aplftue
retroactivamente la nueva ley y, por ende, a que'se
le reduzca la pena o se le poñga en libertad, Ëstoes asÍ, porque si el legislador en un nuevo
ordenamiento legal dispone que un determinado
hecho ilícito merece sancionarse con una pena
menor o que no hay motivos para suponer que, a
partir de ese momento, el orden social pueda
alterarse con un acto anteriormente considerado
como delictivo, es inválido que el poder público
insista en exigir la ejecución de la sanción como se
había impuesto por un hecho que ya no la ameritao que no la merece en tal proporción.
Consecuentemente, la traslación del' tipo y la
adecuación de la pena constituyen un deiechó de
todo gobernado, que puede ejercer ante la
autoridad corfespondiente en vía lncidental, para
que ésta determine si la conducta estimada cbmo
delictiva conforrne a la legislación punitiva vigente
en la fecha de su comísión continúa siéndoio en
términos del nuevo ordenamiento, esto es, para
que analice los elementos que determinaron la
configuración del ilícito de acuerdo a su tipificación
abrogada flente a la legislación vigente y decida si
éstos se mantienen o no y, en su caso, ãplicarle la
sanción más favorable.',

i Registro digitar: 159862. rnstancia: primera sara. Décima Época. Materias(s):constitucional, Penal. Tesis: 1a./J. !l?013 (9a.). Fuente: Semanario Judicialde la Federacióny su Gaceta. Libro XVilr, Mazo de zors, rò*á t, pagina a1à. iip", iri¡"prudencia,
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Ahora bien, en la especie,  

 , en sus razones de impugnaciÓn, sostiene

básicamente, que el tipo administrativo por el cual se le fincÓ

responsabilidad administrativa y fue sancionada por la DirecciÓn

General de Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la

Secretaría de la Contraloría del Poder Ejecutivo del Gobierno del

Estado de Morelos, en la resolución de fecha tres de abril de dos

mil diecisiete, dictada en el expediente número ', al

derogarse la Ley Estatal de Responsabilidades de los Servidores

Públicos, por virtud de los transitorios segundo y octavo de la Ley

de Responsabilidades Administrativas del Estado de Morelos32,

el día diecinueve de julio de dos mil diecisiete, dejÓ de existir, por

ende debe declararse la inejecuciÓn de las sanciones.

Como se adelantó, son parcialmente fundados los

motivos de anulación, considerando que la traslaciÓn de tipo y

adecuación de la pena Son derechos constitucionalmente

protegidos, por ende, de conformidad con el artículo 1, de la
Carta Magna, este Tribunal se ve constreñido a realizar la
interpretación y aplicación de la ley que resulte mayormente

favorable a la demandante.

Ciertamente las infracciones administrativas por las

cuales    , continúan

contempladas en la Ley de Responsabilidades Administrativas,

como se puede apreciar con claridad:

32'SEGUNDA. El presente Decreto entrará en vigor a partir del día diecinueve de julio de dos

mil diecisiete, previa publicación en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad", órgano de difusión

del Estado de Morelos."
'OCTAVA. A la entrada en vigor del presente Decreto, quedan Derogados los Titulos Cuarto
y Quinto de la Ley Estatalde Responsabilidades de los Servidores Públicos, publicada en el

Þeriódico Oficial ''Iierra y Libertad", número 4562 de fecha veinticuatro de octubre de dos mil

siete, con la salvedad de que los asuntos que conozca el Consejo de la Judicatura Estatal y

su órgano de control interno, los cuales se continuarán rigiendo de forma supletoria con las

dispoéiciones previstas en el citadb Título Cuarto, hasta en tanto su reglamentaciÓn orgánìca

se adecue a las reformas en cuestión."
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LEY GENERAL DE
RESPONSABILIDADES DE LOS

SERVIDORES PÚBLICOS
"Artículo 49. lncurrirá en Falta
administrativa no grave el servidor
público cuyos actos u omisiones
incumplan o transgredan lo contenido
en las obligaciones siguientes:

LEY ESTATAL DE
RESPONSABILIDADES DE LOS

SERV¡DORES PÚBLICOS
Fracción l, del artículo 27 de la Ley
Estatal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos:

"1. Cumplir con diligencia el servicio que
tenga encomendado y abstenerse de
cualquier acto u omisión que cause la

37



"Xlll. Atender con diligencia las
instrucciones, requerirnientos o
resoluciones que reciba de otras
autoridades o de los titulares de las
áreas de auditoría;"

Estatal
Fracción

de
XI

Res
del artícu

ponsabil
o
ídades

de
de
ta L

los
ey

Servidores Públicos:

deficiencia de dicho
servicio o implique el ejercicio indebido
de un empleo, cargo o comisión;,,

suspensión o

lncurrirá en Falta
administrativa no grave el servidor
público cuyos actos u omisiones
incumplan o transgredan lo contenido
en las obligaciones siguientes:

lll. Atender las instrucciones de sus
superiores, siempre que éstas sean
acordes con las disposiciones
relacionadas con el servicio priblico.
En caso de recibir instrucción o
encomienda contraria a dichas
disposiciones, deberá denunciar esta
circunstancia en términos del artículo

Art culo 49

la .Jt

encomendadas, observando en su
desempeño disciplina y respeto, tanto a
los demás Servidores públicos como a
los
tratar

pa

ref¡ere

rticu
en

el
establezcan

a

en

res
los

el
lo
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té
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rm
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código
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ética

e
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llegare

que
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v

L Cumplir
atribuciones

las funciones,
comisiones

Así, se aprecia craramente, que ras infracciones
administrativas por ras cuales se sancionó a 

  , continúan tipíficadas como
faltas administrativas, tomando en cuenta aquí, que es
intrascendente que las conductas reprochables se encuentren
detalladas en el catálogo de r¡o graves o incluso fuera de dicho
listado de infracciones, por encontrarse dentro del mismo
compendio normat¡vo, cuya esencia refleja con nitidez, la
voluntad del legislador de confirmar las obligaciones de los
servidores públicas cuyo incumplimiento da lugar a una falta
administrativa

No obstante, en cuanto a las sanciones se aprecia ro
siguiente

Fracción I,

artículo 27 delaLey
Estatal de
Responsabilidades
de los Servidores
Públicos:

ul. Cumplir con
diligencia el servicio

encomendad o
tengaque

Por el
incumplirniento de
los deberes que
se imponen al
servidor priblico
en el artfculo 27
de esta Ley, se le
podrá imponer las
sanciones

35

uientes
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"Artículó 49.
lncurrirá en
Falta
administrativa
no grave el
servidor público
cuyos actos u
omisiones
incumplan o
transgredan lo
contenido en las

Artículo 75. En los
casos de
responsabilidades
administrativas
distintas a las que
son competencia
del Tribunal, la
Secretaría o los
Órganos internos
de control
impondrán las

LEY GENERAL DE
RESPONSABILIDADES
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sancrones
administrativas
siguientes:

l. Amonestación
pública o privada;

ll. Suspensión del
empleo, cargo o
comisión;

lll. Destitución de
su empleo, cargo o
comisión, y

lV. lnhabilitación
temporal para
desempeñar
empleos, cargos o
comisiones en el
servicio público y
para participar en
adquisiciones,
arrendamientos,
servicios u obras
públicas. Las
Secretarías y los
Órganos internos
de control podrán
imponer una o más
de las sanciones
administrativas
señaladas en este
artículo, siempre y
cuando sean
compatibles entre
ellas y de acuerdo
a la trascendencia
de la Falta
administrativa no
grave. La
suspensión del
empleo, cargo o
comisión que se
imponga podrá
ser de uno a

treinta días
naturales. En
caso de que se
imponga como
sanción la
inhabilitación
temporal, ésta no
será menor de
tres meses ni
podrá exceder de
un año.

Artículo 49.
lncurrirá en
Falta
administrativa
no grave el

servidor público
cuyos actos u

omisiones
incumplan o

transgredan lo
cohtenido en las
obligaciones
siguientes:

lll. Atender las
instrucciones de
sus superiores,
siempre que
éstas sean
acordes con las
disposiciones
relacionadas
con el servicio
público.
En caso de
recibir
instrucción o
encomienda
contraria a
dichas
disposiciones,
debèrå
denunciar esta
circunstancia en
têrmi

siguientes

l. Cumplir con
las funciones,
atribuciones y
comisiones
encomendadas,
observando en
su desempeño
disciplina y

respeto, tanto a
los demás
Servidores
Públicos como a
los particulares
con los que
llegare a tratar,
en los términos
que se
establezcan en
el código de
ética a que se
refiere el
artfculo'16 de

neso

Por el
incumplimiento de
los deberes que
se imponen al
servidor público
en el artfculo 27
de esta Ley, se le
podrá imponer las
sanciones
siguiehtes:

L Cuando se trate
de infracciones a
los deberes
contenidos en las
fracciones Vl, Vll,
Xlll y XlV, se
impondrá al

servidor público
responsable la
sanción de
amonestación;"

LO 35.-AR

ll. Cuando se trate
de infracciones a
los deberes
contenidos en las
fracciones I y V,
se impondrá al

servidor público
responsable la

sanción de
suspensión del
cargo, empleo o
comisión hasta
por seis meses;"

Fracción Xlll, del
artículo 27 delaLey
Estatal de
Responsabilidades
de los Servidores
Públicos:

"Xlll. Atender con
diligencia las
instrucciones,
requerimientos o
resoluciones que
reciba de otras
autoridades o de los
titulares de las
áreas de auditoría;"

abstenerse de
cualquier acto u

omisión que cause
la suspensión o
deficiencia de dicho
servicio o implique
el ejercicio indebido
de un empleo,
cargo o comisión;"

39



artículo 93 de la
presente LeV;"

Del anterior cotejo, se aprecia con claridad que en el tema
de las sanciones, no existe ley favorable a la demandante

    toda vez que IaLey General de Responsabilidades Administrativas,
actualmente contempla a las infracciones por las cuales se
le sancionó como no graves, tomando en cuenta que ra
amonestación, suspensión e inhabilitación no exceden lo
establecido en la actual legislación.

sin embargo se dice que ras razones de impugnación son
parcialmente fundados, acogiendo el criterio sostenido en la
ejecutoria de amparo  emitida por el segundo Tribunal
colegiado del Decimoctavo circuito, con fecha doce de agosto
de dos mil veintidós; tomando en consideración que de las
razones de impugnación de la demandante 

  , se advierte que pretende la
extinción e inejecución de las sanciones impuestas en el
expediente , causa de pedir que constriñe a este pleno
al estudio oficioso de la prescripción de la potestad ejecutiva
de la sanción.

De inicio debemos referir, que la prescripción consiste en
la fijación de un término de extinción de las obligaciones o como
el modo de extinguirse un derecho como consecuencia de su
falta de ejercicio durante el tiempo establecido por la ley.

El fundamento de la institución de la prescripción se
encuentra en la necesidad de dar seguridad jurídica a las
relaciones entre las partes procesales como consecuencia de su
no actuación en relación con los derechos que la ley les concede,
evitando la incertidumbre y la prolongación en el tiempo de
manera indefinida de la posibilidad de que se exija su
cumplimiento y tiene su sustento constitucional en lo previsto en
el artículo 17 de ra constitucién Federar, que señara:

"Artículo 17._ Ninguna persona podrá hacerse
justicia por sí misma, ni ejercei violencia para
recramar su derecho. Toda þersona tiene derecho
a que.se le adm¡inistre justicia por tribunales que
estarán expeditos para impartirla en los plazos y
términos que fijen las leyes, emitiendo sus
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resoluciones de manera pronta, completa e

imparcial. Su se¡vicio será gratuito, quedando, en

consecuencia, prohib,ldas /as cosfas iudiciales.

Este precepto contempla lo siguiente:

1) La prohibición al gobernado de hacerse justicia por sí

mismo o por medio de la violencia.

2) La garantía a la'tutela jurisdiccional, que se rige por los

siguientes principios:

a) Se administrará por los tribunales expeditos

b) Los tribunales impartirán justicia de manera pronta,

completa e imparcial.

c) La justicia se administrará en los plazos y términos que

fijen las leyes,

d) La justicia se administrará de manera gratuita.

Este derecho fundamental de acceso a la justicia es un

derecho del gobernado frente al poder público para que se le
administre justicia en los plazos y términos que fijen las leyes y

es correlativo de una obligación: la sujeción del gobernado al

cumplimiento de los requisitos que exijan las leyes procesales,

toda vez que la actividad jurisdiccional implica no sólo el

quehacer de un örgano del Estado, sino también la obligación

que tienen los gobernados de manifestar su voluntad de reclamar

el derecho sustantivo dentro de los plazos que la ley les concede.

Bajo la misma línea de pensamiento, se tiene que bajo el

término prescripción se recogen dos instituciones esencialmente

distintas entre sí: la prescripción adquisitiva o usucapión y la

prescripción extintiva.

Por ser la que al caso intêresa, únicamente se hará alusión

a la segunda de las figuras citadas.

La prescripción extintiva provoca la desaparición de un

derecho real, de crédito o de'una acción, y se basa en un dato
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puramente negat¡vo como es el no ejercicío de su derecho por el
titular del mismo.

Dicho de otro modo, este tipo de prescripción es una
manera de extinguirse los derechos y las acciones por el mero
hecho de no dar ellos adecuadas señales de vida durante el
plazo fijado por la ley.

Partiendo de ahÍ, se debe establecer que la facultad de la
autoridad disciplinaria para dictar las sanciones que pueda
imponer al servidor púbrico responsable administrativamente
(pretensión punitiva), es diferente, al derecho para ejecutar la
sentencÍa (potestad ejecutiva).

El derecho de acción de la autoridad sancionadora inicia a
partir del conocimiento de la infracción y concluye con el dictado
de la sentencia de condena, puesto que ahí las autoridades
agotan la acción persecutora, ejerciendo la pretensión punitiva;
naciendo así, el derecho para ejecutar la sentencia (potestad
ejecutiva).

Es por ello que la prescripción de la pretensión punitiva
es distinta a la prescripción de la potestad ejecutiva, por ende,
ambas se computan diferente e lndependiente. Lo cual obedece
a que la prescripción negativa es una institución jurídica
sustantiva a través de la cual el legislador dispuso la extinción de
obligaciones por el soro transcurso del tiempo y mediante las
condiciones establecidas en la propia norma, que encuentra
sustento en la circunstancia de que el titular del derecho lo
abandona sin justa causa, por su falta de exigencia frente al
obligado, quien se libera ipso jure de la carga contraída, ello sólo
es factible cuando en un procedimiento se opone como
excepción ordinaria al contestar la demanda, o durante el juicio
como una excepción superveniente, para que eljuzgador pueda
analizarla al momento de resolver Ia controversia; en caso
contrario, de oponerse o hacerse valer después de dictada la
sentencia con la categorla de cosa juzgada, es indudable que
resulta improcedente, porque el fallo ya dio nacimiento a otro
derecho sustantivo, el de la ejecución de la sentencia, en cuyo
supuesto es inconcuso que también puede invocarse la
prescripción para eludir el cumplimiento de la resolución, no

42



AruI TJA
.TRIBUNAL 

DE JUST]CIAADIVINISTRATIVA

DEL ESTADO DE MORELOS

TJA/4AS E RA/J RN F.O30/2020

obstante que haya causado ejecutoria, cuando no Se hubiere

hecho el uso de dicho derecho en el lapso que la ley disponga.

Se resume en que la prescripción de la acciÓn puede

operar en cualquier estado del procedimiento, excepto en la
fase ejecutiva de la sanción legalmente impuesta, €ñ cuyo

supuesto aquella figura queda sin materia por haberse

consumado el ejercicio de la pretensión punitiva, restando sÓlo la

ejecución material de las sanciones.

Ahora bien, a fin de analizar si en el presente caso se

aclualiza la prescripción de la potestad ejecutiva de la

sanción, de la autoridad demandada, eS preciso referir las

siguientes bases:

a) se advierte del sumario, que con fecha tres de abril de

dos mil diecisiete, el Director General de Responsabilidades

Administrativas de la Secretaría de la Contraloría del Estado de

Morelos, dictó la resoluciÓn definitiva en el expediente número

26t2016, instruido en contra de  
.

b) En cuanto a la legislaciÓn aplicable, del fallo aludido en

el párrafo precedente, se aprecia que el procedimiento

disciplinario inició y concluyÓ durante la vigencia de la Ley Estatal

de Responsabilidades de los Servidores Públicos, por ende, de

conformidad con el artículo transitorio tercero de la Ley General

de Responsabilidades Administrativas33, es la que resulta

aplicable al presente asunto.

En este sentido, los artículos 67 y 71, de la Ley Estatal de

Responsabilidades de los Servidores Públicos, dictan:

"ARTICULO 67.- Contra la resolución que ponga fin
al procedimiento de responsab ilidad administrativa
no procederá recurso alguno.

ARTíCULO 71.- El plazo de ta prescripciÓn de las
acciones que pueda eiercitar la autoridad
sancionadora y de las sanciones que pueda imponer

33 "...Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades federales y

locales con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de

Responsabilidades Administrativas, serán concluidos conforme a las disposiciones

aplicables vigentes a su inicio..."
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a! sgrvido.r.públbo responsable par el incumplimiento
de /os deberes contenÌdos en el artícuto 27 de ta
presente Ley, prescribírán en fres años.

Tratándose de infracciones graves que refiere el
artículo 28 de la presente Ley, el plaza de
prescripción será de cinco años.,'

Preceptos de los que se desprende que las resolucionesque recaen a los procedimientos de responsabilidad
administrativa son irrecurribles medíante medio de impugnación
en sede administrativa, y, que tanto la prescripción de la acción
sancionadora como la prescripción de la potestad ejecutiva de la
sanción, en tratándose de faltas no graves es de tres años.

Asimismo, er artícuro 7T de ra Ley de Justicia
Administrativa del Estado de Morelos, publicada el catorce de
febrero de mil novecientos noventa, vigente en la fecha de
emisión de la sentencia sancionadora, es decir, el tres de agosto
de dos rnil quince, apricabre ar presente asunto, dicta:

"ARTTCULO 77.-. La demanda deberá formurarse
par escrito y presentarse en ta oficiatía de partes del
Tribunar de ro cantencioso Administrativo, dentro der
términa de quince días contados a partir der día
ftábir siguiente en que te haya sido notificado ar
afectado el acto o resolucion inpugnados, o haya
tenido conocimiento de ettos o de su ejecucion, o se
haya astentado sabedor de los mrsmos cuando no
exlsfa notificación legat mente hech a.,,

c) Finalmente, se toma en consideración que ta resolución
definitiva sancionatoria, se notificó a la aquí demandante, con
fecha catorce de junio de dos mil diecisiete3a.

En consecuencia, er prazo de quince días hábires con que
contó para interponer juicio de nulidad, transcurrió del dla quince
de junio al cinco de julio, ambos de dos mil diecísiete.

d) Que la demandante solicító la extinción de la sanción a
la autoridad demandada en escrito presentado el cuatro de julio
de dos mil diecinueve, y que esta reconoció en er acto
impugnado, consístente en el acuerdo de fecha ocho de julio de
dos mil diecinueve3s, que las sanciones no se han ejecutado.

3a Fojas '/34-745
35 Fojas 840-841
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De estas bases:se obtiene, que el plazo de TRES AÑOS

de la autoridad demandada para ejecutar la sanción impuesta a

 , comenzó a
transcurrir el día seis de julio de dos mil diecisiete, concluyendo

el mismo siete de julio del año dos mil veinte.

En consecuencia, al día de hoy, la extinción de la sanción,

resulta procedente, pues desde el dla sietê de julio de dos mil

veinte, la potestad ejecutiva se halla prescrita.

En consecuencia, de conformidad con el artículo 4,

fracción lV, de la Ley de la materia, lo procedente conforme a

derecho es decretar la nulidad lisa y llana del acto impugnado

para los efectos que se precisan a continuaciÓn.

VIII. EFECTOS DE LA SENTENGIA.

1. No se configuró la negativa ficta del escrito de fecha

dos de julio de dos mil diecisiete, con sello de recibo del cuatro

de dos mil diecisiete, suscrito por la demandante 

  , dirigido al Licenciado 

  , Director General de

Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la Secretaria

de la Contraloría.

2. Resultaron parcialmente fundadas las razones de

impugnación expresadas por la demandante 
  

3. Se actualizó la prescripción de la potestad ejecutiva de

las autoridades demandadas, en relaciÓn a la resoluciÓn dictada

el tres de abril de dos mil diecisiete, en el procedimiento

disciplinario número , que se instruyo a 
  .

En consecuencia, de conformidad con el artículo 4,

fracción lV, de la Ley de la materia, se declara la nulidad del acto

impugnado en la ampliaciÓn de la demanda, y en atenciÓn a las

prestaciones reclamadas por la demandante 
  , SE CONdENA A IA AUtOTidAd

demandada DIRECTOR GENERAL DE
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RESPONSABILIDADES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS
DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍN OEL PODER
EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MORELOS,
para los siguientes efectos:

a) Deje insubsistente el acto impugnado en el escrito de
ampliación de demanda, consistente en el açuerdo de fecha
ocho de julio de dos mil diecinueve.

b) Emita otro acuerdo en el que declare procedente la
extinción de la sanción solicitada por

   
prescripción de la potestad ejecutiva, de

la demandante
E, por virtud de la
acuerdo con los

lineamientos establecidos
precedente.

en el apartado considerativo

c) Deje insubsistente cualquier orden, oficio, solicitud o
trámite tendente a ra materiarización de ras sanciones impuestas
a     en ta resotución
dictada el tres de abril de dos mil diecisiete, en el procedimiento
disciplinario númera 016, que se instruyo a 

  .

Asimismo, se condena a ras autoridades demandadas
DIRECTOR GENERAL Y TITULAR DE LA UNIDAD JURíDICA,
AMBOS DEL INSTITUTO DE LA EDUCACÉi¡ AÁSICA DEi
ESTADO DE MORELOS, para efecto:

d) Dejen insubsistente cualquier orden, oficio, soticitud o
trámite tendente a la materialización de las sanciones impuestas
a    , en la resolución
dictada el tres de abril de dos mil diecisiete, en et procedimiento
disciplinario número  que se instruyó a 

  

Lo que deberán cumprimentar en er término
improrrogable de DrEz DÍAS contados a partir de que cause
ejecutoria la presente resolución e informar dentro del mismo
término su cumplimiento a la cuarta sala de este Tribunal,
apercibiéndole que en caso de no hacerlo se procederá en su
contra conforme a Io estabrecido en los artículos g0 y g1 de la
Ley de Justicia Administrativa der Estado de Moreros.
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A dicha observancia están obligadas las autoridades, que
aún y cuando no han sido demandadas en el presente juicio, por
sus funciones deban intervenir en el cumplimiento de esta
sentencia. Lo anterior, con apoyo en la tesis de jurisprudencia
sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
de la Nacíón, de rubro y texto siguientes:

.AIJToRIDADES /vo señn¿no¡s coMo
REsPo/vs,ABtEs. esrÁru C.BLIGADAI A
REALIZAR LOS ACTOS NECESAR/OS PARA EL
EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE
AMPARO.36

Aun cuando /as autaridades no hayan srdo
designadas como responsables en el juicio de
garantías, pero en razón de sus funciones deban
tener intervención en el cumplimiento de la ejecutoria
de amparo, están obligadas a realizar, dentro de /os
límites de su competencia, fodos /os acfos necesarios
para el acatamiento íntegro y fiel de dicha sentencia
protectora, y para que logre vigencia real y eficacia
práctica."

IX. SUSPENSIÓN.

Se levanta la suspensión'concedida en"el acuerdo de fecha
nueve de febrero de dos mil veintidós.

Por lo expuesto y fundado, este Tribunal:

RESUELVE

PRIMERO. Este Tribunal Pleno es competente para

conocer y resolver el presente asunto de conformidad con los

razonamientos vertidos en el primer punto de las razones y

fundamentos de la presente resolución.

SEGUNDO. No se configuró la negativa ficta del escrito
de fecha cuatro de julio de dos mil diecinueve, suscrito por la
demandante  ,
dirigido al Licenciado   

36No. Registro: 172,605 Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, lnstancia: Primera Sala,
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su gaceta, Tomo XXV Mayo de 2007, Tesis: 1a.H 5712007,
Pâgina:144.
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vÁzourZ, Director General de Responsabilidades y sanciones
Administrativas de Ia Secretaría de la Contraloría

TERCERO. Resultaron parcialmente fundadas las
razones de impugnación expresadas por la demandante

   , en el escrito de
ampliación de demanda.

cuARTo. se actu alizô la prescripción de la potestad
ejecutiva de las autoridades demandadas, en relación a la
resolución dictada el tres de abril de dos mil diecisiete, en el
procedimiento disciplinario número , que se instruyó a

   ; en
consecuencia, se declara la nulidad lisa y llana del acto
impugnado, con los efectos precisados en el apartado
considerativo Vlll de este fallo, Lo que deberán cumplimentar las
autoridades demandadas, en er término improrrogable de DlEz
pÍns contados a partir de que cause ejecutorÍa la presente
resolución e informar dentro del mismo término su cumplimiento
a la cuarta sala de este Tribunar, apercibiéndole que en caso de
no hacerlo se procederá en su contra conforme a lo establecido
en los artículos 90 y g1 de la Ley de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos.

QUlNTo. se levanta la suspensión concedida en el
acuerdo de fecha nueve de febrero de dos mil veintidós.

sEXTo. En su oportunidad archívese el presente asunto
como total y definitivamente concluido.

NorlFíQUEsE personalmente al actor; por oficio a las
autoridades demandadas

Así, por unanimidad lo resolvieron y firmaron los
integrantes del Pleno del rribunal de Justicia Administrativa del
Estado de Morelos, Magistrado presidente JoAeuíru nooue
GoNzÁLEz cEREZO, Titular de la euinta sala Especializada en
Responsabilidades Administrativas3T, quien emite voto
concurrente; Licenciado MARIo có¡ugz LopF,z, secretario de
Estudio y cuenta habilitado en funciones de Magistrado de la

rt lbídem
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Primera Sala de
Derecho GUILLE

Magistrado Licenciado en

ARROYO Titular de la Segunda

Sala de lnstrucción; istrado Doctor ho JORGE

ALBERTO ESTRADA EVAS, Titular de la ra Sala de

lnstrucción; y, Magistrad nciado en Derec MANUEL
ecializadaGARCíA QUINTANAR,

en Responsabilidades Administ s3e, ponente en el presente

asunto, quien emite voto concurrente; ante la Licenciada

ANABEL SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria General de

Acuerdos, quien autoriza y da fe.

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
DEL ESTADO DE MORE S EN PLENO

MAGISTRADO P

ROQUE GO
at

LEZ CERÊZO
R DE LA QUINTA ESPECIALIZADA EN

RESPONSABILIDADES DMINISTRATIVAS
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LICENCIADO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CU ILITADO EN

FUNCIONES DE MAGISTRADO DE ERA SALA DE
INSTRUCCIÓN

LICENCIA O CRUZ
TITULAR DE LA S DE INSTRUCCIÓN

3E En términos del artfculo 70 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

Morelos; 97, segundo pánafo del.Reglamento lnterior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado

de Morelos, y eì acuerdo ptlNZgtZOZZ, aprobado en la Sesión Extraordinaria número trece de fecha

veintiuno de junio de dos mil veintidós.
3q En términôs del artículo 4 fracción l, en relación con la disposición Séptima Transitoria de la Ley

Orgånica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, publicada el día 19 de julio de

2017 en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad" número 5514.
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D ESTRADA CUEVAS
TITULAR DE LA TERC SALA DE INSTRUCCIÓN

MAGISTRADO

LI .ts GARCíA SUINTANAR
SALA ESPECIALIZADA ENTITULAR DE LA

RESPONSABI ES ADMINISTRATIVAS

t¡:tr49 \* {i {ûlþ: .¿ }J(!a,$Ji; ì:} i:æj.ii
a ","Èr"tuù

sEc ín cENe DE ACUERDOS

LICENCIADA A cADo cRplstnÁ¡lLa Licenciada ANABEL CA Secretaria General de Acue rdos,CERTIFICA: la presente hoja de fi corresponde a la resolución emitida por este Tribunaide Justicia Admi nistrativa del de Mofelos, en el expediente númeroTJAI4åSERA/J RNF-030/2020, p
la DIRECC|óN DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES

en contra de
por   

ADMINISTRATIVAS DE DE LA coNTRALOníe; olRecc IÓN GENERALDEL IN DE LA róN nÁsrcn oEL ESTADO ÐE M ORELOS;Y DlRECctóNJU DEL IN DE LA UCACIÓN BÁSICA DEL ESTADO DE MORELOS (sic);M en de Pleno del día siete de diciembre de dos milveintidós

VOTO RRENTE QUE FORMU LAN LOS
MAGIS OS TITULARES DE LA CUARTA Y QUINTASALAS ECIALIZADAS EN RESPONSABILI DADES
ADMINISTRATIVAS DEL TRIBUNAL

DE MO
DE JUSTICIA

ADMINISTRATIVA DEL ESTADO RELOS, MANUELGARCíA QUINTANAR Y JOAQUíN ROQUE GONZÁLEZ
CEREZO EN EL EXPEDIENTE N ún¡eno rJA/4ESERA/JRNF.030t2020, PROMOV|Do POR  

  EN CONTRA DE LA DIREGCIóttGENERAL DE OTRAS

!

î

AUTORIDADES.
RESPONSABILIDADES Y
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Los suscritos Magistrados en el presente asunto, advierten la

existencia de omisiones por parte del personal de la Dirección

General de Responsabilidades y Sanciones Administrativas de la

Secretaría de la Contraloría, que desahogó el procedimiento

administrativo de responsabilidades seguido en contra de la ex

servidora pública , ya que no

realizô las acciones necesarias tendientes a ejecutar la sentencia

definitiva emitida en el expediente de responsabilidades

administrativas, lo que ocasionó que, en el presente asunto,

debido al transcurso de más de tres años, desde la fecha de

emisión de la sentencia la cual se dictó el seis de julio de dos mil

diecisiete, misma que no fue impugnada por la parte actora, se

decrete la prescripción para llevar a cabo la ejecución de la

sanción.

Por lo tanto, es evidente que la autoridad demandada

omitió, realizar las acciones de impulso procesal que dieron como

resultado la prescripción de la facultad sancionadora de la
autoridad dema¡d3da, 

-cuVa 
finalidad es inhibir condutas

consideradas como faltas administrativas; por lo que en el caso

que nos ocupã, los suscritos..Magistrados emitimos voto, para dar

vista a la autoridad competente, a fin de que se realice la

investigación correspondiente por la omisión antes mencionada.

De forma particular, el suscrito Magistrado JOAQUíN

ROQUE GONZÁLEZ CER , en el presente asunto, el suscrito

vote a favor del proyecto, n nte que en el mismo se analiza

de forma oficiosa la rescn n ultades de la autoridad
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del índice del Segundo Trib'unai Colegiado en materia Penal y

Administrativa del Décirno Octavo Circuito, en

estableció que no podía exigirse a la parte acto
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razones de impugnación al respecto pues desconocía que al

realizarse la traslación del tipo administrativo, esta falta se

consideraría como no grave y en consecuencia, cambia el plazo

de la prescripción, sin embargo la actora, no estaba en

condiciones de alegarla expresamente, por lo que, en respeto a
dicha ejecutoria de amparo, voto a favor del presente proyecto.

CONSECUENTEMENTE SOLICITAMOS SE INSERTE EN LA
SENTENCIA DE MÉRITO LO ANTES EXPRESADO PARA QUE
FORME PARTE ]NTEGRANTE Y DE MANERA TEXTUAL EN LA
SENTENCIA.

FIRMAN EL PRESENTE ENGROSE LOS MAGISTRADOS
MANUEL GARCíA QUINTANAR Y JOAQIJíN ROQUE
GONZÁLEZ CEREZO, TITULARES DE LA CUARTA Y QUINTA
DE LAS SALAS ESPECIALIZADAS EN RESPONSABILIDADES
ADMINISTRATIVAS; ANTE LA SECRETARÍA GENERAL DE
ACUERDOS, LICENCIADA ANABEL SALGADO CAPISTRÁN,
QUIEN DA FE.

MANU GARCíA QUINTANAR
TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPEC]ALIZADA

EN RESPONSABILIDADES MINISTRATIVA

MAGIS o

CEREZO
LAR DE LA QUINTA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABI.LI AEMTNISTRATIVA
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ECRETA GE RAL

LICENCIADA A B GADO CAPISTRAN
La Licenciada en Derecho ANA L SALGADO CAPISTRÁN, Secretaria Generat de
Acuerdos de este Tribunal Justicia Administrativa del Estado de Morelos,
CERTIFICA: que estas firmas al voto concurrente emitido por los
Magistrados titulares de la C y Quinta de las Salas Especializadas en
Responsabilidades Administrativas del nal, Manuel García Quintanar
y Joaquín Roque González Cerezo; en pediente n úmero TJA/4aSERA/J RN F-
03012020, promovido
de DIRECCION

por   e ntra
ERAL SABILIDADES Y

AUTORIDADES;
dos milveintidós.
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"En términos de lo previsto en los artículos 6 fracciones IX y X de la 
Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados; 3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; y 
3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 87 y 167 de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Morelos, en esta versión publica se suprime la información 
considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos".
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